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Participación de PcD en implementación de política de discapacidad en Soacha 
Resumen 
En muchos municipios y zonas del país la implementación de la política municipal de 
inclusión social de la discapacidad, la diseñan, organizan e implementan personas que no 
pertenecen a este grupo social, por lo tanto, se actúa por conocimiento teórico del tema, por 
visión médica, por estudios pertinentes, pero sin tener en cuenta el aporte significativo que 
pueden hacer las mismas personas con discapacidad (PcD). Por esta razón, en esta investigación 
se realiza un caso de estudio que ejemplifica la importancia que tiene la legitimación de 
directrices procedentes del sistema de gobierno nacional y para reconocer la necesidad de 
participación de los sujetos directamente afectados por el ejercicio de sus derechos. Se toma 
como referente el municipio de Soacha, Cundinamarca, el cual se ha caracterizado como 
municipio receptor de población vulnerable, fruto del conflicto armado interno y por la llegada 
masiva de venezolanos que buscan oportunidades. Para esta exploración, la implementación 
supone comprender y explicar la necesidad de contribución de los sujetos involucrados, es decir, 
evidenciar el “deber ser” de la participación de (PcD) en términos de “derechos”, según la Ley 
1145 de 2007, y el efecto de cumplimiento de estos por la interacción estratégica entre actores, 
ya que existe interdependencia, pero también preferencias propias que convierten la 
implementación en un proceso complejo y particular 
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Abstract 
In many municipalities and areas of the country, the implementation of the municipal 
policy of social inclusion of disability is designed, organized, and implemented by people who 
do not belong to this social group, therefore, it is acted on by theoretical knowledge of the 
subject, by medical vision, by relevant studies, but without considering the significant 
contribution that people with disabilities (PwD) themselves can make. For this reason, in this 
research a case study is carried out that exemplifies the importance of the legitimation of 
directives from the national government system and to recognize the need for participation of 
the subjects directly affected by the exercise of their rights. The municipality of Soacha, 
Cundinamarca, is taken as a reference, which has been characterized as a receiving municipality 
for a vulnerable population, the result of the internal armed conflict and the massive arrival of 
Venezuelans seeking opportunities. For this exploration, implementation involves understanding 
and explaining the need for the contribution of the subjects involved, that is, demonstrating the 
“should be” of the participation of (PwD) in terms of “rights”, according to Law 1145 of 2007, 
and the effect of compliance with these due to the strategic interaction between actors, since 
there is interdependence, but also their own preferences that make implementation a complex 
and process. 
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Introducción  
Las nociones de participación, coproducción y cocreación de la política pública son 
actualmente parte del estudio académico y político que permite entender la nueva forma de 
gobernar (Aguilar Villanueva, 2009). Para muchos investigadores, autores y académicos, el 
desarrollo político se enfrenta a transformaciones que marcan un nuevo Estado y una renovada 
sociedad; aunque el Estado posee la experticia, el conocimiento y los recursos económicos y 
políticos debe entender que para gobernar eficazmente necesita unir esfuerzos con actores de la 
sociedad civil. En este contexto, la presente investigación ofrece una visión de cómo el proceso 
de implementación de la política de discapacidad en Soacha, Cundinamarca vinculó a 
organismos que representan a personas con discapacidad para dar forma a la participación y 
alcanzar las metas propuestas por la misma política a nivel nacional, pero no a las mismas PcD1, 
por esta razón, se analiza cómo se generaron interacciones sociales que marcaran cambios en los 
sistemas políticos del municipio a partir del paradigma de inclusión que constituye la 
legitimación de la política en la vida práctica de las PcD. 
Desde esa perspectiva se observa si la política pública municipal es coherente con las 
necesidades, cómo se llevó a cabo la participación, y si fortalece y fomenta su participación, 
coproducción y cocreación, teniendo en cuenta que Soacha tiene el mayor número de personas 
con discapacidad en el departamento de Cundinamarca. En general, el propósito es estructurar 
reflexiones personales en torno a tres asuntos básicos que son: presentar lo que la teoría de la 
construcción participativa de las políticas públicas supone para las PcD del municipio, es decir, 
si el gobierno local al permitir la participación de estas personas está otorgando legitimidad a 
este grupo poblacional, o si por el contrario se debe corregir los asuntos relacionados con la 
 
1 De ahora en adelante nombradas bajo las iniciales de PcD como lo acepta la normativa nacional al respecto 
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participación real y efectiva; evidenciar cómo se desarrolló la experiencia, teniendo en cuenta 
que Soacha es un municipio con alta incidencia de PcD por factores sociales, económicos y 
políticos; y, reconocer cuáles fueron los resultados de la participación de las PcD en la 
implementación  la políticas pública, y por qué se produjo ese resultado.  
La metodología de investigación empleada es cualitativa, en estudio descriptivo sobre la 
implementación de la política pública particular del municipio. Como herramienta de apoyo a la 
investigación se creó un grupo focal que facilitó llegar a conclusiones pertinentes y ofreció su 
visión sobre lo que significó la implementación de la política de discapacidad en Soacha. Para 
complementar la recolección de información, se hizo la consulta de textos legales (normas 
nacionales, ordenanzas, acuerdos, y decretos emanados de la autoridad municipal); documentos 
públicos de orden municipal; entrevistas a personas representativas de la población con 
discapacidad en el Municipio de Soacha y una revisión de la literatura existente junto con 
entrevistas semiestructuradas a funcionarios y personas relacionadas con el tema, como es el 
caso de la comunidad en condición de discapacidad, sus familiares y cuidadores. De esta manera 
se buscó que los resultados sustentaran firmemente las conclusiones de la investigación.  
Para el desarrollo del análisis de la información las variables que se manejaron: la 
Política Municipal de Discapacidad como variable independiente o unidad de análisis, y la 
gestión pública como variable dependiente en cuanto organización y capacidad de los 
organismos públicos relacionados con la política, su tamaño, peso político, presupuesto y 
participación real. Los datos concretos provienen de las respuestas obtenidas y de los 
antecedentes encontrados. A la vez, se analizaron los intereses, los problemas asociados a los 
servicios, las oportunidades y falencias en programas y proyectos.  
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A manera de hipótesis, la investigación plantea que uno de los problemas mayores en 
Soacha, frente a la discapacidad, es la carencia de coordinación de los servicios y la falta de 
personal calificado en los mismos, todo lo cual afecta la calidad, la accesibilidad e idoneidad de 
los programas para dar respuesta a las necesidades de las PcD, siendo el financiamiento 
insuficiente el que más desfavorece la implementación de la política.  
La estructura capitular del trabajo comprende cuatro títulos: El escenario de 
implementación de la Política Municipal de Discapacidad en Soacha, el cual contiene 
antecedentes, marco jurídico, procedimiento legal de la Política Nacional de Discapacidad, y el 
concepto de participación ciudadana; La caracterización del grupo poblacional con discapacidad 
en el municipio, la ruta para la construcción de política que deben seguir las PcD y su 
aplicabilidad en Soacha, lo que conduce a la presentación de hallazgos, su análisis, y 
conclusiones. En este marco, se cumplió con el objetivo planteado y resolver la pregunta de 
investigación sobre ¿Cómo se realizó la participación de PcD en el proceso de implementación 
de la Política Municipal de Inclusión Social de Discapacidad en Soacha-Cundinamarca, periodo 
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Capítulo I 
1. Antecedentes y conceptos 
La discapacidad como concepto se refiere a la interacción que se presenta entre las 
personas con deficiencias2 y las barreras que se encuentran en el entorno debido a una actitud 
que evita su participación plena y efectiva dentro de la sociedad en igualdad de condiciones 
respecto a los demás (ONU, 2006, pág. 3). En este contexto, aunque el gobierno colombiano 
constituyó un Sistema Nacional de Discapacidad que fija las orientaciones, normas, actividades 
y recursos que facilitan poner en marcha los principios generales contenidos por medio de la 
Ley 1145 de 2007, uno de los principales problemas que enfrenta este grupo poblacional, sus 
familias y cuidadores(as), es el ejercicio pleno de sus derechos que se reflejan en su vida diaria.  
En este sentido, la política de discapacidad en Colombia se constituye en área de estudio 
porque sus aspectos teóricos y metodológicos deben traspasar lo discursivo de la normativa para 
convertirse en acciones concretas y reales que favorezcan la vida de las personas en cualquier 
parte del territorio. Así las cosas, los momentos de construcción de la política, como paso previo 
a la implementación, revelan el desarrollo que tiene la agenda pública en el territorio y su 
importancia para encarar puntos problemáticos de la población y desencadenar procesos para su 
aplicación. Al tomar el municipio de Soacha como referente de estudio, se pretende evidenciar 
cómo se aplican en las regiones los elementos que fija el Sistema Nacional de Discapacidad 
(SND) para implementar la política municipal correspondiente.  
Por lo anterior, se aborda la participación como categoría necesaria para otorgar 
derechos a las PcD, destacando que las oportunidades posibilitan y facilitan la inclusión social 
 
2 “La deficiencia (impairment), se refiere a toda pérdida o anormalidad de una estructura o función psicológica, 
fisiológica o anatómica. Las deficiencias son trastornos en cualquier órgano, e incluyen defectos en extremidades o 
psicológico” (Hernández Ríos, 2015).  
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real. Además, porque la participación es una acción transversal a la creación de cualquier 
política en tanto que disminuye la connotación negativa que esta tiene al estar ligada a lo estatal 
o al Estado. También impide que cualquier decisión se diluya en cuestiones de tipo normativo, 
garantizando la realización de acciones determinantes en situaciones concretas: “una política es 
pública cuando en su construcción y crecimiento existe participación responsable de todas las 
personas en quienes ésta incide en un momento dado: cuando va más allá de los intereses 
personales y se centra en el alcance de un propósito común que beneficia a todos” (Red de 
Gestores Sociales, 2005, pág. 22). 
1.1 Contexto de implementación de la Política Nacional de Discapacidad después de 2013 
La Constitución Política de Colombia establece que el Estado debe garantizar la 
participación de la comunidad en las decisiones que la afectan. La Carta establece, además, que 
todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano y que se garantizará la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarla. Por esta razón, el Estado 
está obligado a dictar normas y reglas que sean asumidas para resolver cualquier situación que 
signifique satisfacer las necesidades más sentidas de cualquier grupo poblacional o colectividad 
social. Es decir, debe garantizar los derechos a partir de entender las características particulares 
de los grupos que han luchado para ser reconocidos e incluidos en las decisiones que los afectan, 
conforme lo especificó la Convención sobre los Derechos de las PcD promulgada por las 
Naciones Unidas en el 2006 y ratificada por Colombia en 2009. En dicha Convención se 
reconoció que las PcD deben gozar de autonomía e independencia individual y que sus derechos 
humanos y libertades deben ser promovidos y protegidos por el Estado.    
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En respuesta a lo anterior, el Ministerio de Salud y Protección Social, como ente rector 
del Sistema Nacional de Discapacidad hasta el 2016, de forma conjunta con el Consejo Nacional 
de Discapacidad y el Grupo de Enlace Sectorial GES, en conjunto con actores de la sociedad 
civil y representantes de la población con discapacidad, sus familias y cuidadores crearon la 
Política Pública Nacional de Discapacidad e Inclusión Social 2013- 2022. Esta política tiene 
como objetivo asegurar el goce pleno de los derechos y el cumplimiento de los deberes de las 
personas con discapacidad, sus familias y cuidadores. La política fue presentada como un 
acuerdo de la sociedad comprometida con la inclusión plena de los ciudadanos con 
discapacidad; fue diseñada desde la concertación con los diferentes sectores del Estado, la 
academia, la sociedad civil y las propias personas con discapacidad como protagonistas activos 
del proceso (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017).  
Con ello, se quiso conseguir que la inclusión de actores se reflejara en todos los niveles 
del Sistema Nacional de Discapacidad y se convirtiera en la guía para dirigir las acciones 
regionales en materia de inclusión social de las personas con discapacidad. Por lo anterior, es 
obligación de los departamentos y municipios conseguir que la implementación de la Política 
Nacional de Discapacidad impacte positivamente a hombres, mujeres, niños y niñas que habitan 
en Colombia.  
De acuerdo con lo expuesto por el Ministerio de Salud, al finalizar el periodo 2013–2022 
se debe haber cumplido las metas propuestas para completar su implementación en los 
departamentos y municipios. Estos deben contar con procesos sostenibles y pertinentes, que 
sean de alto impacto y puedan replicarse para permitir la participación de las personas con 
discapacidad y su inclusión como sujetos de derecho y miembros activos de la sociedad 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2017). Según el Decreto 2107 de 2017, es el 
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Ministerio del Interior el ente rector del Sistema Nacional de Discapacidad; esta entidad debe 
apoyar el tránsito de la política a lo territorial, por medio de mecanismos que faciliten medir el 
avance de la implementación y la aplicación desde 2018.  
Sin embargo, los requisitos para garantizar accesibilidad, participación y apropiación de 
las PcD en los municipios no son muy evidentes. Procesos sostenibles y pertinentes como el uso 
y apropiación de los componentes espaciales, comunicativos, informativos de programas y 
servicios, en muchos de los municipios ni siquiera se reconocen. Según el Sistema Nacional de 
Discapacidad, es imperativo incluir en el sistema de información la variable discapacidad de 
acuerdo con las categorías definidas por la mesa interinstitucional que lidera el Ministerio de 
Salud en las regiones. Primero, cada municipio debe diseñar estrategias que fortalezcan el 
registro, localización y caracterización de las PcD, y operativizar un Observatorio de 
Discapacidad con la finalidad de hacerle seguimiento de la política. Luego, se debe promover el 
conocimiento de los derechos y deberes de las PcD, las responsabilidades y obligaciones de 
cada sector en el marco de la Ley 1618 de 2013 y sus decretos reglamentarios. 
En segundo lugar, cada municipio debe diseñar estrategias para permitir que las PcD 
conozcan los servicios a que tienen derecho y la oferta local o departamental. Es permitido 
replicar experiencias exitosas y desarrollar la capacidad instalada siguiendo el enfoque territorial 
en su esencia. Sobre las acciones coordinadas y articuladas, se debe tener en cuenta que es en 
los territorios donde se materializa la política; por esta razón, le corresponde a cada sector ser 
eficiente, efectivo y articularse con los demás para que se alcance la meta de cobertura total para 
las personas en condición de discapacidad, su familia y sus cuidadores, en procura de fortalecer 
el desarrollo humano y las capacidades de las PcD, como parte de la diversidad en una sociedad 
incluyente que promueve la igualdad. 
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En este contexto, la revisión a la implementación de la Política Nacional de 
Discapacidad en Soacha-Cundinamarca se convirtió en una investigación de caso de estudio que 
aborda la participación como categoría necesaria para el ejercicio de reconocimiento de los 
derechos de las PcD dentro de la inclusión social real, la cual permite verificar las relaciones 
que se dan en el municipio en torno a dos dimensiones: las relaciones gobierno nacional-
gobierno local, y las que ocurren por la participación de actores relevantes para la 
implementación y ejecución de la política de discapacidad. Esto teniendo en cuenta que “el 
Estado es quien debe promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, 
adoptando medidas a favor de los grupos discriminados o marginados y de quienes por su 
condición económica, física o mental se encuentran en circunstancia de debilidad manifiesta” 
(Hernández, 2015, pág. 47). 
Según la Gobernación de Cundinamarca, en Soacha existen actualmente 7.400 personas 
con discapacidad, siendo clasificado como uno de los municipios que más personas tiene en esta 
condición (Gobernación de Cundinamarca, 2016, pág. 7). Comparado con las cifras disponibles 
de 2013, el total actual significa un aumento de la población del orden de 36,7%. Este 
crecimiento obedece, entre otros factores, al desplazamiento, la construcción reciente de 
múltiples proyectos de vivienda que trasladaron a muchos habitantes de Bogotá al municipio y 
la inmigración de personas provenientes de Venezuela3. Por tal razón, para garantizar el goce 
efectivo de derechos, la Alcaldía Municipal, el Ministerio del Interior y la Secretaría de Salud 
organizaron desde 2014 el Comité de Discapacidad para desarrollar la política de discapacidad 
 
3 Migración Colombia. Radiografía de venezolanos en Colombia. 2017. Pág. 8 
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del municipio, lo cual se convirtió en el primer paso para garantizar la ejecución de programas y 
proyectos orientados al cumplimiento de derechos de este grupo poblacional.  
De acuerdo con la Cruz Roja Colombiana (2018), a nivel de Cundinamarca hasta ese 
momento se registraban 11.517 personas venezolanas migrantes, de las cuales, en Soacha se 
censaron aproximadamente 10.850 personas con 3.500 familias y 800 niños menores de 5 años 
(Cruz Roja Colombiana, 2018, pág. 9). En su condición de municipio receptor de población 
migrante, Soacha está clasificado como sitio de alta vulnerabilidad social y poca oportunidad de 
soluciones, teniendo en cuenta que los recursos son insuficientes para cubrir la demanda. En este 
escenario, las personas con discapacidad que arribaron al municipio entraron a engrosar el grupo 
ya existente, de ahí que la Gobernación asegure que esa población actualmente alcanza 7.400 
personas. Es importante aclarar que, a la fecha de presentación del presente trabajo de grado no 
se encuentran datos actualizados de PcD en la Alcaldía Municipal y que los órganos 
administrativos nacionales tampoco ofrecen datos estadísticos renovados.  
1.2 Antecedentes Constitucionales y Legales de la Atención del Estado a las PcD 
 La política de discapacidad colombiana proviene del nivel internacional cuyo marco 
legal señala los deberes de los Estados y de la sociedad para con las PcD y traza lineamientos de 
acción para prevenir, brindar atención y generar condiciones de integración social, evitando 
cualquier forma de discriminación. Aunque estas normas no tienen carácter vinculante, si 
representan un compromiso para el Estado que las acoge y le obliga a desarrollarlas 
internamente a través de su legislación.  
 Dentro de las normas internacionales más importantes están: La Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (1948); el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
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Culturales (1976); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1976); la Declaración 
de Derechos de las Personas con Retardo Mental (1971); la Declaración sobre las Personas 
Sordociegas (1979); y el Decenio de Acción Mundial para las PcD (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, Resolución 37/52/1982). Todos estos instrumentos ofrecen una concepción 
integral para el manejo de la discapacidad, aportando definiciones, acciones y muestras de 
rehabilitación para la creación de oportunidades. 
 Se complementan con: la Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y 
Minusvalías (1980); La Convención sobre los Derechos del Niño (1989); Los Principios para la 
Igualdad de Oportunidades para las PcD (1993); la Recomendación sobre la Adaptación y 
Readaptación de Personas Inválidas (1993); la Convención Interamericana para la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra las PcD (1999), la Declaración de Caracas (1992); 
la Declaración de Cartagena (1992); la Declaración de Panamá (2000); y la Convención 
Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad ONU 2006, la cual fue 
ratificada por Colombia mediante la ley 1346 de 2009.  
 Los instrumentos normativos que Colombia tomó como referente para dar forma a la Ley 
Nacional de Discapacidad son: 
Tabla 1.Instrumentos normativos internacionales en materia de discapacidad 
Norma  Año  Contenido 
Convenio 159 readaptación profesional 
y el empleo de PcD (OIT) 
 
1983 
Derecho a posibilidad de obtener y conservar un 
empleo. Aprobado por el Congreso en Ley 82/1988. 
Ratificado en 1989. En vigencia desde 1990. 
 
 
Declaración de Cartagena de Indias 
 
1992 
Proveer directrices acciones para logro de prevención 
de la discapacidad y de integración socio laboral 
efectiva de población con limitaciones físicas, 
sensoriales y psíquicas. 
 
 
Normas sobre la igualdad de 
oportunidades para PcD (ONU) 
 
1993 
Modelos para decisiones para igualdad, creación de 
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Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra las PcD (OEA) 
 
2000 
Estados Parte se comprometen a medidas legislativas, 
sociales, educativas, laborales para eliminar 
discriminación PcD. Aprobada por Congreso Ley 
762/2002. Constitucional Sentencia C-401/2003. 
Ratificada 2004. En vigencia desde 2004. 
 
 
Convención sobre Derechos de las PcD 
2006 Promueve, protege y asegura el goce pleno, en igualdad 
de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales por PcD y promueve el respeto de su 
dignidad inherente 
            Fuente: Política Pública Nacional de Discapacidad 2013-2022 
 
 En este sentido, la Política tiene como objetivo asegurar el pleno goce de derechos y el 
cumplimiento de los deberes de las personas con discapacidad, sus familias y cuidadores. Por lo 
tanto, se vale de la Constitución Política como marco para alcanzar sus metas, teniendo en 
cuenta que es la Constitución la que desarrolla el cuerpo normativo para la promoción y garantía 
de los derechos de las PcD. Es oportuno aclarar que el orden normativo también compromete al 
Estado a asegurar esos derechos en condición de igualdad y justicia. Además, dado que 
Colombia es un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto a la dignidad humana, 
propende por la no discriminación, el reconocimiento de derechos específicos y la comprensión 
de los derechos y necesidades de forma integral y holística (Parra & Londoño, 2004).  
Uno de los artículos fundamentales de la Constitución en este sentido es el artículo 13, 
que se refiere a la igualdad para todos los colombianos y a que el Estado debe promover las 
condiciones para que ésta sea real y efectiva. El artículo destaca que el Estado debe proteger a 
las personas que por su condición física o mental se encuentran en debilidad manifiesta. El 
derecho fundamental a la salud, que se enuncia en los artículos 47, 48 y 49 determinó que es el 
Estado quien debe adelantar la política de previsión, rehabilitación e inclusión social para PcD y 
debe garantizar el acceso a la seguridad social y a servicios médicos oportunos y de calidad.  
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En relación con el acceso a la cultura, la Constitución consagra el derecho de todos los 
ciudadanos a la recreación, el deporte y las actividades culturales (artículos 52 y 70). En general, 
se puede afirmar que la Constitución del 91 llevó al Estado a asumir la obligación de quitar las 
barreras que impiden a las PcD acceder al goce efectivo de derechos, promover prácticas de 
inclusión social, y adoptar medidas diferenciadas a favor de este grupo poblacional. Como 
desarrollo de esa protección se busca eliminar las normas discriminatorias; adoptar medidas de 
diferenciación positiva; reconocer la igualdad de las personas; adelantar una política de 
previsión, rehabilitación e integración social, y orientar las acciones públicas hacia la plena 
garantía de los derechos de las PcD, en cualquier zona del país.  
Esto último porque muchas veces se cree, erróneamente, que la obligación es solo para 
quienes habitan en las ciudades y que en las zonas rurales dichas normas no son aplicables. Las 
PcD padecen en las zonas rurales del país mayor discriminación y desatención por parte del 
Estado y sus organismos encargados de hacer efectivo el goce de derechos. 
Tabla 2. Artículos relevantes de la Constitución Política de Colombia 
Norma  Año  Contenido 
 
 
Constitución Política de 




(…) El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva, adoptará medidas en favor de grupos discriminados 
o marginados. Protegerá a personas que, por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos contra ellas 
 
 
Constitución Política de 
Colombia. Art 47 
 
1991 
El Estado debe adelantar una política de previsión, rehabilitación e 
integración social para disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, 
se prestará la atención especializada que requieran” 
 
 
Constitución Política de 




Es obligación del Estado y empleadores ofrecer formación, 
rehabilitación profesional y técnica. Propiciar ubicación laboral y 
garantizar derecho a trabajo acorde con condiciones de salud. 
 
Constitución Política de 
Colombia. Art 68 
 
1991 
La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con 
limitaciones físicas o mentales, o con capacidades excepcionales. 
                Fuente: Política Pública Nacional de Discapacidad 2013-2022 
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 Es necesario aclarar que, como para el presente trabajo se toma a la política como 
directriz, con base en el significado de norma dirigida a reglamentar situaciones públicas que 
dan norte al actuar del Estado y a la sociedad civil (Gómez, y otros, 2004), se toma parte del 
marco legal de protección a las PcD en Colombia, el cual es amplio. Así, las principales 
disposiciones legales que regulan la materia a manera de antecedentes son: 
Tabla 3. Normas sobre promoción del tema de discapacidad e inclusión social 
 
                                Fuente: Creación personal a partir de Política Pública Nacional de Discapacidad 2013-2022 
 Para 2013, se sancionó la Ley 620 mediante la cual se crea el Sistema Nacional de 
Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio de los Derechos Humanos, la Educación 
para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar, con el objetivo de 
señalar el valor de las diferencias y la diversidad sexual, étnica o condición física. También, 
destaca la importancia de la atención en salud mental de niños, niñas con discapacidad y sus 
familias. Posteriormente, se promulga la Ley 1679 de 2013, la cual modificó la realización de 
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los juegos deportivos paralímpicos nacionales y destacó la capacidad de los deportistas en 
condición de discapacidad.  
 Otros avances significativos se presentan con la Ley 1618 de 2013, la cual renueva la 
concepción de derechos para las personas con discapacidad y ofrece nuevas garantías para dicha 
población.  De igual forma, la ley 1699 de 2013, con la que se establecen beneficios para las 
PcD, viudas, huérfanos o padres de los miembros de la Fuerza Pública, que incluyen medidas 
legislativas, administrativas y presupuestales para la garantía de derechos de estas personas. Su 
objetivo era brindar beneficios económicos, sociales y culturales a la familia de PcD para mejor 
calidad de vida e igualdad material como consecuencia de la fuerza vinculante de los principios 
del Estado Social de Derecho (Contraloría, 2019).   
 Así mismo, la Ley 1687 de 2013, fijó recursos para las poblaciones con discapacidad por 
medio de los organismos que los agrupa como es el caso del INCI4. Ya en el año 2014, la Ley 
1709 reformó algunos artículos de la ley 65 de 1993, de la ley 599 de 2000, y de la ley 55 de 
1985 para garantizar y apoyar la población con discapacidad en centros carcelarios; con la Ley 
1712 de 2014, se crea la ley de transparencia y del derecho de acceso a la información pública 
nacional, destacándose el artículo 3° que manifestó los principios de facilitación y no 
discriminación a la población discapacitada. En el artículo 8° de dicha norma, se ordena la 
adecuación de los medios de comunicación para facilitar el acceso a las PcD.  
 Con la Ley 1733 de 2014, se regularon los servicios de cuidados paliativos para 
pacientes con enfermedades terminales, crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase 
de la enfermedad. Un avance significativo para las personas con discapacidad y de manera 
 
4 Instituto Nacional para Ciegos 
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particular para las personas con discapacidad visual, fue la ley 1680 de 2013; la cual les 
permitió mejores garantías de acceso a las TIC; componente fundamental para la participación 
efectiva en las políticas públicas, la educación y el trabajo, entre otros aspectos. 
 Llegado el año 2015, la Ley 1751 reguló el derecho fundamental a la salud, teniendo en 
cuenta que la accesibilidad comprende no discriminación, la accesibilidad física y económica, 
así como el acceso a la información; la norma señalada establece que la atención en salud no 
está limitada por ningún tipo de restricción administrativa o económica. Posteriormente con la 
Ley 1752 de 2015, que modificó la Ley 1482 de 2011, se aseguró la sanción penal para quienes 
ejerzan discriminación contra las PcD. En el mismo 2015, se expidió el Plan Nacional de 
Desarrollo 2014 – 2018, “Todos por un Nuevo País”, el cual se basó en los pilares de la paz, la 
equidad y la educación, resaltando una visión de desarrollo humano integral, y aludió al tema de 
discapacidad en dos de los tres pilares que enumeró: en el de paz y equidad, sin hacer mención 
en el de educación.  
 Además, determinó seis estrategias transversales que incorporaron el tema de 
discapacidad en cuatro de ellas: Competitividad e Infraestructura Estratégicas; Movilidad 
Social; Seguridad, Justicia y Democracia para la Construcción de Paz y Buen Gobierno. Con la 
Ley 1757 de 2015, se dictaron disposiciones de promoción y protección del derecho a la 
participación democrática. En el artículo 79 de dicho estatuto se permite la participación de un 
representante de las organizaciones de discapacitados en el Consejo Nacional de Participación 
Ciudadana.  
 En el año 2016, la Ley 1785 estableció la red para la superación de la pobreza extrema; 
en el artículo 11, se señala que la información debe tener en cuenta el enfoque diferencial desde 
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los componentes étnicos, etario, discapacidad, madres cabeza de familia del sector rural y 
urbano y víctimas del conflicto armado. De esta manera, se concreta el reconocimiento en 
derecho a las PcD con base en los que otorga la Constitución, incluyendo el reconocimiento de 
su personalidad jurídica, el cual es un derecho humano que según la Corte Constitucional, no se 
reduce únicamente a la capacidad de la persona humana ser titular de derechos y obligaciones 
sino que comprende, la posibilidad de que todo ser humano posea, por el simple hecho de existir 
e independientemente de su condición, determinados atributos que constituyen la esencia de su 
personalidad jurídica e individual como sujeto de derecho (Sentencia C-458, 2015). 
 Recién en el año 2017 se comenzó a reglamentar la ley 1618 de 2013; entre esas fechas 
no existió un marco reglamentario que ofreciera elementos prácticos para su implementación. Es 
así como en 2017 apareció el Decreto 1421 que permitió dar directrices para una educación 
inclusiva para PcD. En el mismo año, se promulgó el Decreto 2011 que reglamenta la inclusión 
laboral de PcD en el sector público, aspecto fundamental para el goce efectivo de derechos. En 
el año 2018, se presentó el Decreto 392 que reglamentó los numerales 1 y 8 del artículo 13 de la 
Ley 1618 de 2013, sobre incentivos en Procesos de Contratación a favor de personas con 
discapacidad. Para el año 2019 se creó la Consejería Presidencial para la Participación de las 
PcD mediante el Artículo 12 Decreto 1784 de 2019. 
 El marco legal permite concluir que existe amplia normatividad direccionada a la PcD, al 
cumplimiento de derechos como educación, salud y trabajo. No obstante, no se aplica en su 
totalidad en los territorios. Para garantizar la participación efectiva e implementación de la 
política de discapacidad, se creó la Consejería para la Participación de las Personas con 
Discapacidad, que permitía un acompañamiento más efectivo, asistencia técnica y gestión 
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presupuestal a las entidades territoriales para que cumplieran con la implementación de su 
política de discapacidad y permitieran la participación de la población en la implementación. 
1.2.1 La Participación 
Corresponde o se define con base en las libertades políticas que se han impulsado en 
todo el mundo, pero especialmente en América Latina para estimular el derecho a influenciar la 
toma de decisiones que pueden cambiar las situaciones de inequidad que padece la región. En 
este sentido, la participación permite crear una agenda concertada para la construcción de la 
política como vía para establecer oportunidades con base en los problemas sociales que están 
presentes en la población con discapacidad. Así, las cosas, la misma política en su enfoque 
diferencial asegura que, por ser una población especial, constitucionalmente las PcD gozan de 
protección especial que obliga al Estado a tomar decisiones involucrando y mejorando las 
condiciones del colectivo. 
Es importante resaltar que en el proceso de implementación de cualquier política pública 
es indispensable la interacción entre actores, porque esta debe trascender a suplir las necesidades 
reales de la población. Además, necesita que haya retroalimentación permanente y dinámica que 
implica entenderla como nicho de participación efectiva de los ciudadanos e instrumento de 
fomento y fortalecimiento de la gobernabilidad. Como concepto, la participación se une a la 
gobernabilidad cuando investigadores académicos explican la transformación del Estado en 
cuanto a entender el escenario global de democratización política que ha generado un nuevo 
“arte de gobernar como elemento complejo que debe ser comprendido de manera sistémica e 
interrelacional. (…) para ello es fundamental la participación real y efectiva de la ciudadanía” 
(Castillo, 2017, pág. 162). 
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Desde esta perspectiva conceptual y estructural, se puede afirmar que la participación en 
Colombia se originó como cambio político-administrativo a partir de la entrada en vigor de la 
nueva Constitución Política de 1991. Esta reforma permitió el reconocimiento de otros espacios 
donde los ciudadanos desarrollaran plenamente los derechos políticos y civiles. De tal manera, 
la democracia permite la interacción de ciudadanos y colectivos con el Estado y sus entes 
administrativos para que se reconozca sus opiniones y tengan la oportunidad de incidir en la 
toma de decisiones que los afectan. Es decir, la Constitución Política reconoció el poder del 
pueblo ampliando la participación ciudadana y consagrando un nuevo Estado que reconoce el 
goce de derechos (Constituyente, 1991).  
En el título 4, capítulo 1, La CP establece las formas de participación democrática, donde 
el ciudadano ya no solo obedece las normas, también las ayuda a materializar y puede incidir en 
las decisiones. Como mecanismos de participación (art. 103), la Carta enumera el voto, el 
plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la 
revocatoria del mandato, mecanismos que han sido reglamentados por la ley. “El Estado debe 
contribuir a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones profesionales, 
cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad no gubernamentales, con el 
objetivo de constituir mecanismos democráticos de representación en las diferentes instancias de 
participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública” (Constituyente, 1991).  
De igual manera, la Corte Constitucional se pronunció sobre el tema en la sentencia C-
150/15 cuando, al emitir concepto sobre el proyecto de la nueva ley de democracia participativa, 
indicó que la participación es un derecho de los ciudadanos y que es deber del Estado 
“abstenerse de adoptar medidas de cualquier tipo que impidan el libre ejercicio de la 
participación por parte de los ciudadanos y organizaciones sociales; tiene el deber de adoptar 
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medidas de todo tipo que eviten que las autoridades públicas o los particulares interfieran o 
afecten el libre ejercicio de las facultades en cuyo ejercicio se manifiesta la participación, el 
deber de implementar medidas que procuren optimizar el desarrollo de las diversas formas de 
participación y que, al mismo tiempo, eviten retroceder injustificadamente en los niveles de 
protección alcanzados” (Sentencia C-150, 2015, pág. 23).  
En este contexto, nacen los nuevos escenarios de debate y análisis que fueron 
desarrollados por la Ley 134 de 1994, estatuto que reguló la iniciativa popular y su relación con 
el proceso legislativo, sin dejar de aclarar que ello no impide el desarrollo de otras formas de 
participación ciudadana en los ámbitos político, económico, social, cultural, universitario, 
sindical o gremial. La idea fue involucrar a la sociedad civil y a los grupos particulares en favor 
de los derechos de las personas más vulnerables, incluyendo el grupo de personas con 
discapacidad. 
En este sentido, se entiende que el proceso de implementación de la política de 
discapacidad en Soacha depende del compromiso que la administración alcance, porque allí de 
concretarse el esfuerzo más importante para asegurar la participación de las PcD5. No se trata 
simplemente formular sin implementar; por el contrario, formular exige informar al público 
sobre las dimensiones de la política pública para poner en práctica el logro de propósitos y 
fortalecer las instituciones encargadas del desarrollo efectivo de programas y proyectos. Cuando 
hay participación ciudadana o de grupos organizados en torno a un bien general, el panorama 
 
5 El enfoque de derechos humanos respecto de la discapacidad se basa en el enfoque social, ya que reconoce que las personas con 
discapacidad son sujetos de derechos y que el Estado y otras entidades tienen responsabilidades frente a esas personas, basadas en 
el compromiso y esfuerzo gubernamental (Conpes Social 166, 2013)  
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político es de gobernabilidad efectiva6. Es importante aclarar que gobernabilidad se refiere a la 
implementación efectiva y socialmente aceptada; por lo tanto, es de naturaleza política y se 
convierte en un concepto más inclusivo que el de gobierno porque abarca la relación entre la 
sociedad y éste, es decir, el gobierno (Rogers & Hall, 2013).  
Dicho de otra manera, la gobernabilidad involucra un comportamiento de mediación 
entre las personas y el gobierno valiéndose de normas y leyes que les permiten a las 
instituciones el ejercicio de la autoridad económica, política y administrativa, sin dejar de lado 
los mecanismos, los procesos y las instituciones por medio de las cuales los ciudadanos 
expresan sus intereses, ejercen sus derechos y tramitan las diferencias que tienen con el sistema 
(Rogers & Hall, 2013, pág. 8). Es ahí donde cobran valor los canales institucionales como 
escenario de las estrategias que emergen para definir nuevos roles relacionados con la política 
(Jon Pierre, 2000). Por tal razón, la gobernabilidad tiene un significado dual que se adapta al 
concepto de participación: por un lado, se refiere a manifestación concreta de la adaptación del 
Estado a su ambiente externo, y por otro, denota la coordinación del sistema social y el rol del 
Estado en cada proceso.  
Cuando se habla de la manifestación concreta de la adaptación del Estado, lo que se 
quiere decir es que, la participación ciudadana en los asuntos públicos involucra tanto la función 
electoral como las preferencias y las opiniones de los ciudadanos para que las personas sean 
actores del proceso de implementación de las políticas y lógicamente de su formulación. En 
términos de la pregunta de investigación, ¿cómo fue la participación de personas con 
discapacidad en el proceso de implementación de la Política Municipal de inclusión social de 
 
6 La Gobernabilidad efectiva garantiza instituciones con gobiernos eficaces, eficientes y transparentes, ambiente político hacia 
crecimiento económico, la construcción de paz y resiliencia, y la entrega eficaz de bienes y servicios públicos a las personas 
(Rogers & Hall, 2013) 
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discapacidad en Soacha-Cundinamarca durante el periodo 2016 y 2019?, la adaptación del 
Estado se explica porque las instituciones y el gobierno municipal deben manejar el rango de 
alternativas institucionales para implementar la política dentro del entorno propio del municipio.  
Esto porque, además de las PcD han llegado a Soacha otros grupos humanos, incluyendo 
personas desplazadas por el conflicto, quienes también pueden padecer alguna discapacidad, 
familias venezolanas buscando oportunidades, campesinos y afrodescendientes desplazados, 
junto con indígenas a los cuales les han arrebatado sus terrenos ancestrales (Lancheros Herrera, 
2017). 
En este contexto, el esfuerzo administrativo más relevante es la coordinación del sistema 
social, entendido como el desarrollo de servicios sociales y de salud que se orientan a facilitar el 
cumplimiento del proyecto de vida de cada persona y su entorno de convivencia. En Soacha, los 
servicios que se prestan están sometidos a las necesidades apremiantes de toda la población, 
porque allí se configuran muchos factores determinantes de problemas, desde ser el municipio 
más poblado de Cundinamarca, hasta ser el área vecina más cercana a Bogotá.  
Dentro de la administración nacional, Soacha se caracteriza como municipio receptor de 
migrantes, desmovilizados, desplazados y población vulnerable; el comportamiento 
demográfico municipal es diferente al resto del departamento de Cundinamarca. Todo ello se 
refleja en la falta de oportunidades laborales, déficit en cobertura educativa, movilidad y 
seguridad. La principal consecuencia que dejan los problemas anteriores es un alto índice de 
pobreza y vulnerabilidad, e irónicamente, como se informó anteriormente, la población en 
condición de discapacidad se encuentra mayoritariamente entre las personas pobres del 
municipio (RLCPD, 2018).  
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En este contexto, el principal compromiso del gobierno de Soacha, y los principales retos 
que tiene el municipio son su desarrollo social, económico y urbanístico para que se puedan 
garantizar los derechos fundamentales y se cumpla con los objetivos de las políticas propuestas 
en el Plan de Desarrollo Municipal, pero especialmente con la implementación de la Política de 
Discapacidad que permita mejorar y preservar la calidad de vida de las PcD. A la fecha, en el 
municipio se presenta una gran demanda de servicios de parte de PcD, por lo cual, la 
administración decidió crear un modelo de atención bajo el cual, teóricamente, se ha desplegado 
e implementado un programa integral que permite al Centro de Atención a la Población con 
Discapacidad (CADIS), dando cumplimiento a lo escrito en el Plan de Desarrollo Municipal.  
1.3 La Política Nacional de Discapacidad  
 Para la construcción de la Política Nacional de Discapacidad, el Ministerio de Salud y 
Protección Social, como ente rector del Sistema Nacional de Discapacidad, desarrolló la 
caracterización de la población que se encontraba en esta condición, el reconocimiento del 
enfoque de inclusión social, el enfoque de la diversidad y la intención de transversalizar el tema 
en cada decisión administrativa y unidad territorial del país a partir de lineamientos orientados 
a garantizar los derechos humanos (Ley 1145 de 2007).  
 El objetivo principal fue brindar insumos para que los encargados de formular y 
articular las acciones sobre el tema pudieran reconocer los problemas que tenían en todo el país 
las PcD para llevar una vida digna. De esta manera, bajo la metodología de marco lógico “que 
permite identificar problemas, alternativas de solución, y seleccionar los ejes prioritarios para 
dirigir la acción pública en discapacidad” (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017, pág. 
6), se desarrolló el marco general y particular de la política. 
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 A partir de los modelos históricos de discapacidad, la política presenta el concepto y su 
evolución a través del tiempo, resaltando que estos modelos han influenciado las decisiones de 
política pública y han sido la base de los comportamientos que como sociedad se han adoptado 
frente a las PcD. El primero de estos modelos es el biológico, que se caracteriza por considerar a 
las personas con discapacidad como seres con una especie de alteración corporal que necesita 
cuidados médicos. Por lo tanto, las personas con discapacidad se toman como “pacientes” y 
deben ser tratados por un profesional en salud. El segundo modelo centra el “problema social de 
la discapacidad”, es decir, interviene sobre un conjunto de condiciones que ha creado el entorno 
para llegar a un cambio y garantizar la participación de las PcD en la vida social. 
El tercer modelo es el “activista”, cuyo eje central es el reconocimiento de las PcD como 
sujetos de derechos; este modelo promueve acciones basadas en lo político y en lo social, a 
partir de la organización de grupos que impulsan los intereses y aspiraciones de la población en 
condición de discapacidad. El cuarto modelo corresponde al “universal”, el cual asegura que la 
discapacidad es un hecho general porque toda la población está en riesgo de adquirirla. Para el 
quinto modelo, el “biopsicosocial”, es posible tener una unión entre los diferentes niveles de 
vida de una persona, es decir, el biológico, personal y social, que caracterizan la discapacidad.  
Esas formas de desarrollar la caracterización de la discapacidad, impuso una innovación 
que consistió en concebir la política de discapacidad como un problema social y de derechos 
humanos, rompiendo con la idea de tomar la discapacidad como enfermedad y a la persona 
como un enfermo que requiere de cuidados especiales (Correa Montoya & Castro Martínez, 
2016). Sin embargo, en el modelo médico de última generación, se intentó que la sociedad 
considerara a la PcD como miembros de la sociedad, capaces de aportar a ella, siempre y cuando 
fueran incluidos en programas de rehabilitación e inclusión (Ripollés, 2008). Ese modelo se 
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consagró por ser la concepción dominante que sirvió de base para que la OMS7 emitiera la 
Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías en 1980.  
De forma paralela, el modelo social presentó la discapacidad como el resultado de las 
relaciones sociales, dando paso a “que se crearan políticas sociales y legislativas contra la 
discriminación de las PcD” (Hernández, 2015). Entonces, la OMS decide armonizar los dos 
modelos para definir la discapacidad como un fenómeno multidimensional que integra aspectos 
biomédicos y sociales en los que se incluyen todas las personas. Por su parte, Colombia, con 
base en las conclusiones del documento de la OMS, decidió incluir dentro de la base legislativa 
de la política el principio de igualdad y la protección de sus derechos, libertades y 
oportunidades. Lo anterior en concordancia con la Ley Estatutaria 1618 de 2013 que desarrolló 
los principios de dignidad humana, respeto, autonomía individual, independencia, igualdad, 
equidad, justicia, inclusión, no discriminación, solidaridad, accesibilidad, diversidad entre otros 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2017). 
En general, se puede concluir que la ley persigue como objetivos específicos “generar y 
promover procesos de gestión pública eficientes, efectivos, articulados y transparentes que se 
conviertan en planes y programas orientados a las personas con discapacidad a nivel nacional y 
territorial” (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017, pág. 53). Se debe garantizar el 
acceso a la justicia, al reconocimiento de la personalidad y capacidad jurídica, junto con 
promover la organización, articulación, movilización e incidencia política de las personas con 
discapacidad, sus familias y cuidadores en los diferentes ámbitos, incluyendo la participación en 
el direccionamiento de los asuntos públicos y en las organizaciones y asociaciones no 
 
7 Organización Mundial de la Salud 
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gubernamentales relacionadas con la política del país, al igual que en la constitución de 
organizaciones de personas con discapacidad (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017). 
Todo lo anterior con la intención de generar y fortalecer cambios en la conciencia de las 
familias, la sociedad y el Estado frente al reconocimiento de las PcD como parte de la 
diversidad humana y su dignidad, retomando los principios del respeto por la diferencia y la 
accesibilidad universal (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017).  Para el desarrollo de la 
política, el Ministerio de Salud tuvo en cuenta que, de los 24 millones de personas registradas en 
el Sisben en 2013, en los niveles 1 y 28; el 3,1% tenían alguna discapacidad9.  
De estas personas el 25,5% presentaban dificultad para moverse o caminar; el 23,1% 
eran sordos totales; el 20% tenía dificultad para aprender o entender; el 15,3% dificultad para 
salir a la calle sin compañía; el 6,8% no podía bañarse, vestirse o alimentarse por sí mismos; el 
5,6% tenía ceguera total; y el 3,6% padecía mudez (Ministerio de Salud y Protección Social, 
2017, pág. 27)  
Esa situación llevó a que se redireccionara la respuesta del Estado hacia el enfoque 
integral y de derechos, donde los mismos ciudadanos debe actuar como actores centrales para el 
desarrollo de la política (Cano Blandón, 2008). En ese escenario, se evidenció que existía una 
respuesta inadecuada en servicios de salud, barreras de acceso a la educación formal, al trabajo 
y a proyectos de emprendimiento para las PcD. Además, se tomaron en cuenta otros factores 
relacionados con el entorno físico, social, económico, político y cultural, el cual, Correa, et al 
dice que, puede resultar adverso para las personas con discapacidad, estimulando la dependencia 
 
8 Puntos de corte del Régimen Subsidiado actual en Colombia.  
9 El Sisbén no cuenta con la totalidad de espacios de participación de las Personas Con Discapacidad PCD, porque es en una 
encuesta voluntaria y de percepción que corresponde a la prevalencia nacional y tiene muestras y denominaciones diferentes.  
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económica y la baja autoestima, en algunos casos, limitando el desarrollo positivo tanto de la 
persona como el de sus familias y cuidadores (p. 32).  
Por estas razones, la Política Municipal de Discapacidad e Inclusión Social debe buscar 
acciones que mejoren las condiciones sociales y económicas de las PcD para garantizar sus 
derechos y promover su desarrollo personal. Todo ello teniendo en cuenta que estas personas 
constituyen un colectivo sujeto de derechos, que hace que las acciones adelantadas por los 
gobiernos deben asumir como marco de referencia la compensación10 y la cohesión social11 
(Sen, 2000, pág. 17). Ante este panorama, la familia se toma como actora y beneficiaria del 
propio desarrollo de las PcD y de la gestión-acción del Estado cuando interviene a su favor. Así, 
la filiación y el afecto reproducen los patrones culturales y reconocen las relaciones de poder y 
conductas aceptadas, es decir que, en la familia, las PcD aprenden a ser sujeto y a ser ciudadano 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2017).  
Circunstancia que favorece el enfoque de derechos y la construcción e implementación 
de un modelo equitativo en términos de los beneficios esperados. Otra de las características de la 
Política de Discapacidad, es el enfoque diferencial que involucra: género; etnia e identidad 
cultural; discapacidad o ciclo vital, como actores sujetos de derechos, ya que se reconoce que 
tanto las PcD, como sus cuidadores, asumen tareas que crean fisuras, sobrecarga física y 
emocional, la cual en la mayoría de los casos afecta más a las mujeres, porque el hombre 
 
10 Se refieren al hecho de que estar excluido de una cierta forma es una expresión de deterioro de las capacidades humanas. De 
acuerdo con Sen, cuando una persona no se puede relacionar con otros, ni tomar parte en la vida de la comunidad, puede 
empobrecer su vida, es decir, la exclusión se compensa con otras formas de privación que conducen al empobrecimiento de las 
capacidades que, en una sucesión de vinculaciones causales, conduce a formas de privación (Sen, 2000) 
11 La cohesión social se basa en una visión problemática entre dinámicas de exclusión, pobreza persistente y ampliación del umbral 
de derechos Así, las capacidades estatales para influir procesos sociales Sen las considera limitadas porque el Estado en sí mismo 
es reducido y porque su gestión está condicionada por problemas como la ausencia de políticas estables, la falta de idoneidad de 
los funcionarios públicos, la corrupción, el clientelismo y la irrupción del crimen organizado, por lo tanto, se pierde lo que es el 
anhelo de comunidad (Sen, 2000)  
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adquiere el rol de protector, proveedor y responsable del bienestar de la familia (Arana 
Montoya, 2013). 
 En este contexto, es necesario entender que en Colombia las mujeres son cuidadoras por 
excelencia, aunque cuando el caso es contrario, es decir, cuando ellas mismas son las que tienen 
una discapacidad, no reciben la misma cantidad, ni calidad de cuidado (Ministerio de Salud y 
Protección Social, 2017). De esta manera, la política se refiere a acciones específicas que buscan 
generar y promover procesos de gestión pública, a nivel nacional, eficientes, efectivos, 
articulados y transparentes, los cuales deben partir del diseño, implementación, revisión y ajuste 
de planes y programas que evidencien la visión, la misión o política central, con perspectiva a 
largo plazo. 
1.3.1 Características particulares de la política de discapacidad 
 Frente al nivel programático, las ideas centrales presentes en el discurso político y las 
tareas de gobierno municipal deben permitir que se integre la política municipal con el orden 
nacional, para permitir la supervisión y seguimiento de las metas establecidas. De igual manera, 
en el nivel operativo, que corresponde al ámbito local con acciones a corto plazo, es 
indispensable que exista consenso y coordinación entre la administración municipal y los 
actores de subsistemas superiores, como el Ministerio de Hacienda o la Gobernación (Eslava, 
2011), para que se definan los mecanismos de mejora de la gestión institucional y la calidad de 
la información disponible sobre discapacidad.  
 Es importante tener en cuenta que las entidades del orden nacional son quienes deben 
ampliar anualmente la cobertura del RLCPD12; de igual forma, deben implementar el 
 
12 Registro para la Localización y Caracterización de las PcD 
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Observatorio Nacional de Discapacidad (OND), e incluir información de censos, encuestas y 
registros administrativos. Además, deben desarrollar medidas para la inclusión laboral y la 
inclusión de la PcD en servicios y espacios culturales; crear mecanismos para el acceso de las 
PcD al transporte, las rutas para la inclusión social de las PcD en la fuerza pública y para la 
atención y superación de la pobreza extrema (Conpes Social 166, 2013).  
 Según el Conpes 166 de 2013, las instituciones del Estado como el ICBF, el Ministerio 
del Deporte, las Secretarías de Salud Municipales, las Secretarías de Educación, la Personería, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y el Ministerio de Cultura, entre muchos otros, deben 
diseñar herramientas para fortalecer los procesos de trasformación pública que incorporen la 
perspectiva diferencial por género; brindar asesoría técnica a las entidades para incorporar el 
enfoque de género en los programas de discapacidad regionales y municipales y orientar sobre 
cómo integrar un Consejo para la inclusión (p. 47).  
 De igual manera, la política destaca que deben existir procesos laborales y productivos, 
proyectos de mejoramiento y adaptación de vivienda focalizados a las PcD en proyectos que 
requieran convocatorias (Conpes Social 166, 2013). Adicionalmente, la política se refiere a que 
se debe garantizar el acceso a la justicia de las PcD, a partir del pleno reconocimiento de la 
personalidad y capacidad jurídica de las Personas con discapacidad. Para garantizar su inclusión 
social, la política ordena que se deben generar, en todas las regiones, mecanismos que aseguren 
que las PcD tengan los apoyos necesarios para el ejercicio de sus derechos jurídicos y las 
salvaguardas efectivas para impedir abusos de conformidad con el derecho internacional en 
materia de derechos humanos (p.57).  
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 Frente a las personas en condición de discapacidad que se encuentran privadas de la 
libertad, se aclara que deben gozar de las mismas garantías procesales y administrativas que 
tienen las demás personas recluidas (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017), Deben 
proveérseles acceso a servicios de salud, e incluirlos en los planes de beneficios y suministro de 
servicios, tecnologías de apoyo y dispositivos para la habilitación y rehabilitación funcional. 
También le corresponde a la política municipal diseñar e implementar mecanismos de 
articulación, seguimiento, monitoreo y sanciones para las EPS e IPS que nieguen o dilaten la 
atención en salud a las PcD (p. 22)  
 En relación con el acceso a la educación, la política nacional ordena modificar los 
currículos educativos para incluir orientaciones sobre actividad física incluyente y deporte 
paralímpico, de ser posible en conjunto con las federaciones deportivas, las ligas paralímpicas, 
organizaciones de y para PcD, y entidades territoriales del deporte y la recreación (Ministerio de 
Salud y Protección Social, 2017). Adicionalmente, recuerda que se deben implementar las 
medidas necesarias para garantizar la accesibilidad física, comunicacional e informativa a los 
escenarios y prácticas deportivas y recreativas para la participación de las PcD, de docentes 
capacitados y otros apoyos requeridos para la inclusión educativa durante todo el año lectivo.  
 Debe definir estrategias para la participación de niños, niñas y adolescentes excluidos del 
sistema educativo debido a su discapacidad (p. 27). En este orden de ideas, la política de 
discapacidad presenta cinco ejes estratégicos y 17 líneas de acción que especifican en la 
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Tabla 4. Ejes estratégicos y líneas de acción de la política de discapacidad 
Eje estratégico Líneas de acción 
Eje 1: Transformación de 
lo público 
Línea 1.1 Gestión Pública 
Línea 1.2 Gestión de la Información 
Línea 1.3 Gestión del desarrollo normativo 
 
Eje 2: Garantía Jurídica 
Línea 2.1 Acceso a la Justicia 
Línea 2.2 Igual reconocimiento como persona ante la ley 
 
Eje 3: Participación en la 
vida política y pública 
Línea 3.1 Ejercicio de la ciudadanía 
Línea 3.2 Fortalecimiento del movimiento asociativo 
 
Eje 4: Desarrollo de la 
capacidad 
Línea 4.1 Educación 
Línea 4.2 Salud 
Línea 4.3 Habilitación / rehabilitación 
Línea 4.4 Inclusión laboral y productiva 
Línea 4.5 Turismo 
Línea 4.6 Recreación, actividad física, educación física y 
deporte 
 
Línea 4.7 Cultura 
Línea 4.8 Protección Social 
 
Eje 5: Reconocimiento de 
la diversidad 
Línea 5.1 Igualdad y no discriminación 
Línea 5.2 Accesibilidad / diseño universal 
                     Fuente: MSPS (2014) 
 El eje estratégico 1, se refiere a que las entidades municipales deben buscar asesoría 
técnica de organismos especializados como la ONU, ACNUR, y CEPAL para desarrollar la 
política, además de conformar un Consejo con la función de trabajar para la inclusión y el 
fomento de procesos laborales y productivos, con representantes de la Secretaría de Salud, 
Educación, Hacienda, el ICBF y de organismos que reúnan PcD.  La actividad con base en este 
eje se sustenta en tres líneas de acción: Gestión Pública, Gestión de la Información y Gestión del 
desarrollo normativo (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017). 
 El eje estratégico 2, que corresponde a la garantía jurídica, tiene como actividades dos 
líneas de acción: acceso a la justicia e igual reconocimiento como persona ante la ley (Conpes 
Social 166, 2013). El eje estratégico 3, se refiere a la participación en la vida política y pública 
con el objetivo de alcanzar la participación plena y efectiva de las PcD. El cumplimiento de esta 
obligación recae en el gobierno que debe asesorar y acompañar a las organizaciones sociales de 
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PcD, familias y cuidadores, asociaciones y federaciones. Debe promover la participación de 
personas con discapacidad en asuntos públicos y en las organizaciones y asociaciones no 
gubernamentales relacionadas con la vida pública y política del país, así como en la constitución 
de organizaciones para concertar y articular la ruta de atención a víctimas que tengan esta 
condición. En consecuencia, las líneas de acción que corresponden a este eje incluyen el 
ejercicio de la ciudadanía y el fortalecimiento del movimiento asociativo (Ministerio de Salud y 
Protección Social, 2017). 
 A partir del eje estratégico 4, la política se orienta a generar y fortalecer las capacidades 
humanas de las PcD, sus familias y cuidadores, y la verificación de oportunidades para el 
desarrollo y participación (Conpes Social 166, 2013). Este lineamiento se liga con el eje 
estratégico 5, referido al reconocimiento de la diversidad, con el objetivo de cambiar el 
imaginario social frente al reconocimiento de las personas con discapacidad como parte de la 
diversidad humana y su dignidad inherente. Es decir, que la política municipal debe contemplar 
principios de respeto por la diferencia, promover y favorecer el diseño, desarrollo, producción y 
distribución de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles a las 
personas con discapacidad.  
 Todo ello con la accesibilidad a la alfabetización digital, el uso de dispositivos, y 
tecnologías de la información, las telecomunicaciones y la señalética. De tal modo, la política de 
discapacidad se desarrolla fundada en principios que orientan las acciones que deben seguir las 
autoridades administrativas de los municipios. Dichos principios son: 
a. Enfoque de Derechos, es decir, tener claro que todas las personas tienen derechos que 
deben ser respetados y cumplidos sin excepción. 
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b. Equidad, para todos, sin ningún tipo de discriminación. 
c. Solidaridad, en el sentido de reconocer y valorar a todas las personas. 
d. Descentralización, reconocimiento de la autonomía de los municipios, de su diversidad 
cultural y social. 
e. Integralidad y concertación, basadas en acuerdos y coordinación de las entidades 
responsables para alcanzar los objetivos de la política. 
f. Corresponsabilidad, es decir, responsabilidad compartida entre gobierno, sector privado 
y sector comunitario donde predomine la igualdad para todos los ciudadanos. 
g. Participación, reconocimiento de las personas, de su capacidad de contribución al 
desarrollo de la política.  
 En conclusión, se puede afirmar que, a nivel nacional, la política de discapacidad partió 
de entender cómo la necesidad colectiva de soluciones desde lo público iba a permitir abordar 
de forma efectiva la problemática social presente en la población con discapacidad. Esto en 
contraste con los patrones de acción estatal anteriores, los cuales privilegiaban lo homogéneo 
porque uniformaba los problemas y homologaba las políticas para resolverlos. Actualmente se 
entendió que las necesidades poblacionales varían según los contextos y particularidades 
sociales; por lo tanto, las políticas deben mejorar las condiciones del colectivo (Ávila, Gil, 
López, & Vélez, 2011). 
 Lo que se aprecia es que la Política Nacional de Discapacidad es un desarrollo reciente, 
ya que, a partir de 2013, el Conpes 166 rediseñó el documento Conpes 80 de 2004, en el cual no 
se precisaban los compromisos necesarios para que se diera la implementación efectiva de la 
política en los territorios y municipios del país. Su existencia la motivó el compromiso 
internacional que Colombia adquirió cuando firmó los tratados internacionales vinculantes, y el 
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marco constitucional posterior a la Constitución Política de 1991 en materia de discapacidad, 
aunque también existen normas internacionales no vinculantes, que son referencia para la 
construcción del marco jurídico nacional.  
 Una de sus características es que es amplia, lo cual se explica porque con la Ley 1618 de 
2013, se impulsó la gestión del gobierno nacional para que protegiera los derechos de las PcD 
en todo el territorio, impulsando el funcionamiento efectivo del Sistema Nacional de 
Discapacidad y se cumpliera con las obligaciones que prescriben las leyes 1145 de 2007 y 1618 
de 2013. Igualmente, el Consejo Nacional de Discapacidad, ente encargado de la ejecución del 
Plan Nacional de Discapacidad, garantizó la inclusión social y participación de las PcD, 
facilitando que se superaran las barreras que frenan el libre desarrollo de este grupo poblacional, 
todo bajo el marco de la acción descentralizada del Estado y la transversalidad que tiene la 
política de discapacidad dentro de todos los planes, programas y políticas del sector público y 
privado.  
 Como resultado de lo anterior, se evidencia que muchos de los factores que constituyen 
problemas relacionados con las personas con discapacidad se presentan desde la ciudadanía y el 
territorio. Por lo tanto, los planes de desarrollo locales deben incluir objetivos que sirvan de 
instrumento para la planeación, implementación y evaluación de la política. En este contexto, es 
prioritario darle cumplimiento a lo establecido en la ley 1618 de 2013, como parte de la 
responsabilidad que la descentralización le otorgó a los entes territoriales para la garantía de los 
derechos de las PcD. 
 Cabe destacar que, frente a las responsabilidades asignadas a los entes territoriales para 
garantizar los derechos de las PcD, la Contraloría General de la República destacó que en la 
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mayor parte del país existe una incipiente funcionalidad de los comités municipales de 
discapacidad que no facilita optimizar los recursos y esfuerzos departamentales y municipales. 
De igual manera, se presenta una baja asignación y ejecución presupuestal que inviabiliza el 
cumplimiento de derechos hacia las PcD en los municipios, y el desarrollo de programas y 
proyectos en salud, educación, accesibilidad y empleo, dado que lo poco que se asigna se 
invierte sin la respectiva planeación orientada a la inclusión. (Contraloría, 2019)  
 De igual manera, la Contraloría destaca que el Registro de localización y caracterización 
de las personas con discapacidad (RLCPCD) está por debajo del número real de ciudadanos con 
estas condiciones, impidiendo que haya una medición real de las dimensiones de este grupo 
poblacional. Ello tiene como consecuencia que no se destinen los recursos suficientes para 
desarrollar los programas y proyectos que sustentan la implementación de las políticas 
distritales, departamentales o municipales y, de manera particular, la Política Municipal de 
Inclusión social en Discapacidad de Soacha. 
 En este contexto, se ha mantenido desde 2013 una baja cobertura en atención a la 
población con discapacidad, principalmente de la zona rural. Además, “faltan programas de 
deporte, recreación y aprovechamiento del tiempo libre que, en un verdadero enfoque 
diferencial, integren a la población con discapacidad” (Contraloría, 2019). A nivel de 
Cundinamarca, por ser el departamento al cual pertenece Soacha, se destaca que sus 116 
municipios adoptaron oficialmente la política con vigencia 2019, pero de estos solo 21 habían 
estructurado programas de inclusión con bases claras y objetivos alcanzables, que generan la 
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 Entre los municipios del departamento que fueron reconocidos están Cajicá, Carmen de 
Carupa, Mosquera, Mesitas del Colegio, Sesquilé, Anapoima, Cota y Soacha, ubicados por 
orden de desarrollo de programas y proyectos. Todo en el marco de la acción descentralizada del 
Estado, el tratamiento diferencial de la discapacidad y el fomento de una cultura de respeto y 
defensa de los derechos humanos. Como la política es de una enorme complejidad, representa 
un desafío para los municipios en materia de implementación local, por lo cual, algunos 
analistas proponen partir de reconocer la etnia, el género, la etapa del ciclo vital, el nivel 
socioeconómico, las redes de apoyo con que se cuente y el acceso a productos y servicios, entre 
otros muchos factores (Mendoza Granja, 2019).  
 Es importante poner de presente que la garantía de los derechos de las PcD debe 
transversalizar las políticas en materia de género, familia, primera infancia, infancia y 
adolescencia, envejecimiento y vejez, y grupos étnicos, que se corresponden con los 
lineamientos de la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas. Frente al compromiso con las mujeres, 
es primordial que se observe la situación de ser personas en situación de especial vulnerabilidad; 
por tanto, requieren atención diferencial porque diferentes condiciones de vulnerabilidad pueden 
confluir en la vida de una sola mujer. Los psicólogos se refieren a esta situación como una 
intersección que pone a la mujer a enfrentar formas agudas de discriminación y conflicto (Peña, 
2010). 
 Por lo anterior, en los lineamientos la Política Pública de Equidad de Género se 
proponen dos acciones que aluden a mujeres con discapacidad: una de ellas es emprender 
campañas para prevenir las formas de discriminación en instituciones educativas, y la otra, trata 
de los estudios sobre movilidad, ya que la política mencionada debe articularse con otras 
políticas y programas como la Política Pública de Discapacidad e Inclusión Social. En relación 
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con los demás grupos, se propone que las acciones de la Política de Discapacidad se dirijan a 
atender tres ámbitos principales referidos a la persona, la familia, la comunidad y la sociedad. 
Estos ámbitos forman el entorno de toda persona como el hogar, la escuela y el barrio; pero 
también abarca instituciones públicas y privadas (Ministerio de Salud y Protección Social, 
2017).  
 De esta manera, la implementación hace parte del paso a paso que debe tener la política 
de discapacidad para que sea operativa en el territorio, para el caso, en el municipio de Soacha. 
Además, la implementación se apoya en planes, programas y proyectos basados en metas, 
estrategias de gestión, indicadores y actores clave para que sea organizada y fundamentada en 
trabajo sectorial e intersectorial. Los elementos que se deben tener en cuenta, según el 
Ministerio de Salud y Protección Social, son: 
a. Operatividad, basada en las entidades territoriales, la comunidad, las organizaciones, y 
en el Comité de Discapacidad del municipio 
b. Una Caja de Herramientas, formada por presentaciones, aplicaciones en Excel, guías 
en Word y PDF para socializar y sistematizar la información 
c. Un normograma de normas vigentes que soportan la inclusión, para contextualizar los 
planes y programas 
d. El Comité de Discapacidad para formular la política, hacerle seguimiento y dar 
sostenibilidad a las acciones, porque es un espacio de concertación intersectorial, donde 
hay diálogo y participación de la sociedad. Es en este contexto donde se presenta la 
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e. Reconocer los actores clave para la implementación de la política, porque se oficializa 
una forma de enfoque diferencial, pertenencia étnica, y género 
f. Aprovechar los datos de registro de población con discapacidad en el municipio, su 
caracterización y ubicación, así como la oferta de servicios y programas para las 
personas con discapacidad 
g. El mapa de riesgos y oportunidades que debe haberse desarrollado durante la fase de 
construcción de la política; consultar continuamente la sistematización que consolidó la 
información del proceso de formulación porque esto permite analizar los productos 
obtenidos y una guía para desarrollar acciones pertinentes 
h. Definir un Plan estratégico que contenga tiempos, metas e indicadores para dar curso a 
planes, programas y proyectos que faciliten desarrollar los objetivos planteados en la 
política 
i. Continuar con el trabajo coordinado entre las entidades públicas y privadas, y el 
apoyo de la sociedad civil, junto con la voluntad política.  
j. Dejar abierta la oportunidad para que se generen mecanismos para el seguimiento 
y la evaluación de la política. 
1.3.2 La evaluación de la política de discapacidad 
 El sistema de seguimiento del DNP, SINERGIA se encarga de diseñar y organizar los 
sistemas de evaluación de gestión y de resultados en lo relacionado con políticas. Para evaluar y 
hacer el seguimiento a la política de discapacidad, el sistema cuenta con un conjunto de 
indicadores que permiten monitorear, desde la ciudadanía, las inequidades sociales y reconocer 
si las metas planteadas se cumplieron en su totalidad o en parte. Es decir, el DNP construye 
indicadores de resultado usando las dimensiones de la política para medir las inequidades en las 
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condiciones de vida de las PcD, de manera individual y municipal. También presenta 
indicadores de gestión y ejecución presupuestal que faciliten verificar el nivel de cumplimiento 
de los programas y proyectos planteados dentro del Plan de Desarrollo Municipal.  
 Sin embargo, a nivel de políticas las intervenciones no implican medición de la cobertura 
porque se trata de acciones afirmativas para promover la inclusión de las PcD. En efecto, los 
indicadores evalúan el nivel de desempeño de las entidades municipales, miden el avance de las 
entidades, pero no su impacto y resultados. Así, además de la complejidad del diseño técnico de 
la política de discapacidad, a cargo del Ministerio de Salud, nació un pacto por la inclusión 
(2013-2022), propuesto por el DNP, al reconocer las debilidades institucionales que existen, en 
particular en lo educativo y en lo productivo. Por tal motivo, aclaró que como la inclusión no se 
reduce solamente mejorar la accesibilidad, también se deben fortalecer el apoyo y el cuidado 
para promover un estilo de vida independiente en las PcD.  
 El pacto tiene como objetivo, implementar programas de educación orientados a la 
inclusión y que permita generar ingresos para las personas con discapacidad, para su familia y 
cuidadores, complementado con el plan de accesibilidad de entornos físicos, uno de los más 
avanzados en las capitales, y el de acceso a zonas digitales. Lo positivo del tema es que el pacto 
considera a las PcD como sujetos que pueden participar activamente en la sociedad; además, 
promueve que la inclusión no tenga carácter asistencialista, sino mecanismos de vinculación 
laboral, como ya sucede en muchos casos.  
 También propone mejorar los índices educativos para una verdadera inclusión, y 
preparar a las empresas para que reciban a las PcD como un empleado más. El pacto promueve 
la importancia de los cuidadores y la necesidad de que ellos accedan a empleos o trabajos donde 
45 
 
Participación de PcD en implementación de política de discapacidad en Soacha 
puedan desarrollar la actividad de cuidado. Algunos de los puntos negativos que se le 
encontraron a la figura del pacto, es que no reconoce explícitamente las categorías de 
discapacidad. Por tanto, tampoco las desagregaciones que cada una tiene, es decir, si hay 
discapacidad física por enfermedad, o de nacimiento; o si existe discapacidad sensorial y 
mental.  
 Algunas veces la discapacidad es fruto de enfermedades, accidentes, o casos de 
violencia, incluso la derivada del conflicto armado. Y este es un aspecto que deben valorar los 
gobiernos municipales para desarrollar su propia política, porque buena parte de los programas 
que se emprenden terminan fracasando por no contar con la experiencia y opinión de las PcD 
(Contraloría, 2019). 
La mayor limitante para los municipios es la falta de recursos, porque las normas 
nacionales son generales y aparentemente ayudan a la población objetivo, pero en realidad no 
llegan a los territorios apartados de las capitales o a municipios que necesitan soluciones 
efectivas para llevar a cabo sus programas. En este orden de ideas, uno de los principales 
faltantes de la política y el pacto por la inclusión, es que no menciona el desarrollo de una 
cultura de integración para las PcD que construya un vínculo de esta población al conjunto de la 
sociedad, para que se consiga un trato igualitario a pesar de las diferencias.  
Además, maneja supuestos sobre la cantidad de personas en condición de discapacidad y 
su forma de vida, como se evidencia en el siguiente capítulo que se encarga de la caracterización 
de la población que se ubica en este grupo poblacional y específicamente de la descripción del 
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Capítulo II 
2. Caracterización de Grupo Poblacional con Discapacidad 
Este capítulo presenta las estadísticas más relevantes que caracterizan la población con 
discapacidad en Colombia obtenida de las siguientes fuentes: Censo Nacional de Población 
DANE 2018, Registro para la Localización y Caracterización de la Población con Discapacidad 
RLCPD y Departamento Nacional de Planeación DNP. Aunque se encontraron números 
disímiles entre estas fuentes, se decide mencionarlas porque tienen validez en los datos que 
presentan ya que todos se derivan de investigaciones pertinentes. En el censo DANE 2018, no se 
presentan datos exactos para PcD, porque muchas de ellas no tuvieron la oportunidad de 
diligenciar el formulario electrónicamente, y gran parte no tiene acceso o conocimientos en TIC 
(Fernández Moreno & Nairouz, 2013). Por ese motivo, el resultado del censo sugiere una 
subvaloración del número de PcD.  
Para el DANE, en Colombia existen más de tres millones de personas con alguna 
dificultad para realizar actividades diarias, cifra que comparativamente con la que había 
presentado el Censo de Población de 2005, advierte que se aumentó en un 19,4%, como se 
observa en la siguiente gráfica. 
Gráfica 1. Población con Discapacidad en Colombia 
 
                    Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018. 
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Por su parte, el RLCP13 presenta una caracterización y medición de la población con 
discapacidad; los datos son menores a los registrados por el DANE, porque estos corresponden a 
la 2015, y el registro es voluntario. Por lo tanto, no todo el universo de población con 
discapacidad está inscrito en él, como lo evidencia la siguiente gráfica:  
Gráfica 2. Registro y Caracterización de personas con Discapacidad PLCPD 
 
                                 Fuente: Estadísticas del RLCPD (2015) 
A corte de 30 de noviembre de 2015 el RLCP presentó un total de 1´223.378 personas 
registradas en 963 municipios. En las estadísticas del DNP, una fuente de información relevante 
sobre el tema de discapacidad en Colombia, se afirma que el total de personas en condición de 
discapacidad es de más de tres millones, una cifra similar a la entregada por el DANE. Sin 
embargo, esta medición presenta porcentajes diferentes cuando reporta la información por 
hogar, así: 
Gráfica 3. Total, PcD por hogar 
 
                    Fuente: DNP (2019) 
 
13 Registro de Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad 
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De acuerdo con la información obtenida, se puede inferir que para 2018, el DANE 
calculó que en todo el país el número de personas en condición de discapacidad llegaba a los 
3.134.036. Sin embargo, con la proyección promedio anual, esta población alcanzaría los 
4.029.006 en 2020, lo que corresponde al 8,9% del total nacional (RLCPD, 2018). Según los 
datos registrados el RLCPD, a 2018, de cada 100 colombianos 3 se encontraban con alguna 
condición de discapacidad. Es importante resaltar que para el año 2010, el Ministerio de Salud 
recibió la administración del RLCPD con 790 mil personas identificadas, una cifra que iba a 
servir de base para desarrollar el histograma del Registro de las PcD, el mismo que debía 
sustentar la política pública de discapacidad que hoy se debe implementar en todos los 
municipios y zonas del país. El histograma hasta 2018 aparece a continuación. 
Tabla 5. Histograma del RLCPD 
 
            Fuente: MSPS. DANE (2018)  
De forma sorprendente, con estos datos, se advierte que el número de PcD se duplicó 
entre 2002 y 2018, por factores relacionados con la violencia continua, enfermedades no 
tratadas, problemas genéticos, mala nutrición y el estrato económico, entre otros. (MinSalud, 
2018). Según el informe, la prevalencia de PcD en el mundo se ha incrementado, y lo seguirá 
haciendo por parámetros como los factores económicos, el nivel educativo, el acceso al sistema 
de salud, el desarrollo nacional, los conflictos armados y la violencia (Pág. 2). Esto significa que 
actualmente la discapacidad alcanza más o menos al 15% de la población global (MinSalud, 
2018). En Colombia, de acuerdo con los datos aportados por las entidades públicas encargadas, 
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el porcentaje oscila alrededor del 6,3% (Morales, 2019), siendo los problemas físicos los que 
más destacan.  
En este contexto, de acuerdo con el Ministerio del Interior, hay tres escenarios para que 
la violencia genere víctimas que además sean reconocidas como PcD. Primero, cuando el hecho 
victimizante genera directamente la discapacidad. Segundo, cuando la persona presenta una 
discapacidad antes de la ocurrencia del hecho victimizante14, pero este la agravó. Tercero, 
cuando la persona experimenta el hecho victimizante y luego adquiere la discapacidad (USAID, 
2016). Si bien de los tres escenarios pueden resultar necesidades diversas, todos crean la doble 
condición de víctimas con discapacidad y ejemplifican cómo en Colombia la violencia es factor 
generador. Ellas deben ser atendidas, asistidas y reparadas de manera integral y de forma 
diferenciada de acuerdo con la ley. 
2.1  Tipos de discapacidad en Colombia y su caracterización 
Es importante hacer claridad sobre las diferentes formas de discapacidad que se observan 
en el país para entender por qué se les exige a los municipios tener una política clara y eficiente 
en este sentido. En términos generales, la complejidad del tema resulta por la interacción social 
que debe tener toda PcD, incluyendo sus condiciones de salud, ya que muchas barreras de 
autodeterminación se presentan por la dificultad de participación plena y efectiva dentro de la 
sociedad en igualdad de condiciones (USAID, 2016). En términos generales existen cinco tipos 
de discapacidad definidos por el Ministerio de Salud (2018) así: 
 
14 Son considerados hechos victimizante: el despojo forzado de tierras, los actos terroristas, las amenazas, los combates, 
enfrentamientos, hostigamientos, violencia sexual, desplazamiento forzado, desaparición forzada, desplazamiento forzado, 
homicidio, masacres, accidente con minas antipersonal, municiones sin explotar, artefactos explosivos improvisados, secuestro, 
tortura, vinculación de niños, niñas y adolescentes al conflicto (USAID, 2016) 
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a. Discapacidad física: se refiere a las personas que tienen movilidad reducida sin importar la 
razón, y que soportan barreras para movilizarse, cambiar o mantener una posición corporal, 
además de no poder manipular objetos de forma autónoma, o que usan ayudas técnicas para 
el desarrollo de sus actividades diarias. Dentro de este grupo se ubican las personas que 
usan sillas de ruedas, bastón, las personas de talla baja, las víctimas que han sufrido 
amputación o mutilación de alguno de sus miembros.  
b. Discapacidad sensorial: Son quienes, por alguna afectación, parcial o completa, en su 
visión, audición, en ambos sentidos tienen dificultad para comunicarse o desempeñarse en 
actividades cotidianas en igualdad de condiciones con las demás personas. A este grupo 
pertenecen las personas ciegas o con baja visión, las personas sordas o hipoacústicas, y las 
personas sordociegas. 
c. Discapacidad cognitiva: Se refiere a las personas que desarrollan un proceso de 
pensamiento, aprendizaje y adquisición del conocimiento diferente. Es decir, a quienes, 
para aprender, pensar o adquirir el conocimiento usan tiempos diferentes y otros ritmos. En 
este grupo se clasifican las personas con Síndrome de Down y autismo. 
d. Discapacidad mental: incluye a las personas que tienen funciones o estructuras mentales o 
psicosociales diferentes, las cuales, le conduce a un desarrollo de sus actividades cotidianas 
con cierto grado de dificultad, especialmente las que implican organizar rutinas, manejar el 
estrés o las emociones. Cuando van a interactuar o relacionarse con las demás personas, no 
les es fácil y puede suceder una depresión profunda, trastorno bipolar, esquizofrenia, entre 
otras. La sola enfermedad mental no es catalogada como discapacidad, se necesita que sea 
determinada por situaciones especiales que se presentan en la interacción con los demás, 
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con la sociedad y con el entorno. Es importante aclarar que, este tipo de discapacidad no 
compromete el aprendizaje, por lo tanto, no es asimilable con lo intelectual. 
e. Discapacidad múltiple: Corresponde a casos en los cuales se combinan, en una misma 
persona, los anteriores tipos de discapacidad, generando necesidades muy complejas y 
diferenciadas, por ejemplo, la sorda ceguera. 
          De acuerdo con un estudio desarrollado por el Observatorio Nacional de Discapacidad en 
el año 2017, en las cinco principales ciudades del país, los adultos mayores son el grupo que 
presenta mayor prevalencia de discapacidad, mientras que los grupos de 20 a 39 años y de 40 a 
59 años, presentan una distribución más equitativa, con prevalencias entre 16,1% a 24,7% para 
el primero y 20,5% a 27,8% para el segundo (MinSalud, 2018). 
 Según el DANE (2018), la prevalencia departamental que arrojó el último Censo 
Nacional de Población y Vivienda, de PcD es la siguiente: 
Gráfica 4. Prevalencia departamental CNPV 2018 
 
                           Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018 
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Gráfica 5. Prevalencia departamental CNPV 2018 
 
                             Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018 
 Una de las características que se pueden resaltar, de las aportadas por el Censo 2018, es 
que, en todo el país la mayor parte de la PcD vive en estratos socio económicos bajos, con 
frecuencias que oscilan entre 58,7 y 90,5%, como se observa en la siguiente gráfica 6: 
Gráfica 6. Estrato de vivienda PcD 2018 
 
                                                  Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018 
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En este contexto, el acceso a servicios públicos para las PcD destaca que es mayoritario 
el servicio de energía en todo el país, con un 96,7%, más no el de acueducto que se considera 
vital. Este llega a 85,2%, según el DANE (2018). El gas con un 64,4%, y el servicio de internet 
con un 36,3% son los de menor cobertura junto con alcantarillado y recolección de basuras 
como se observa en la siguiente gráfica 7: 
Gráfica 7. Acceso a Servicios Públicos PcD 2018 
 
            Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018 
Según variable de acceso al sistema educativo del DANE (2018), en Colombia el nivel 
formativo de las PcD registra una tasa de asistencia y participación de los niños y niñas con 
discapacidad superior a quienes no padecen alguna de ellas. Además, el nivel medio, superior y 
de posgrado muestran un acceso progresivamente inferior para las PcD. En cualquier caso, más 
del 14% de las personas con discapacidad no acceden a la educación colombiana, una señal 
indiscutible de inequidad en el sistema, tal como se observa en la gráfica 8.  
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Gráfica 8. Nivel Educativo de PcD 
 
                                 Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018 
          De acuerdo con la OCDE, desde 2017, en primaria el promedio de niños que asisten a una 
institución educativa es de 37 por cada 100 estudiantes regulares. Además, de cada 100 
colombianos con discapacidad registrada, 66 saben leer y escribir; y entre 5 y 14 años la cifra 
corresponde a un 33%. En esa misma medición, las PcD que culminaron estudios de bachillerato 
representan el 17% del total, y los estudios técnicos, tecnológicos y profesionales, solo el 3,4% 
(p.234). Es decir, que el 80% de las PcD entre 5 y 9 años no alcanzó ningún nivel educativo, 
mientras que el 13,2% alcanzó a cursar preescolar. En 2017 estas cifras mostraron el siguiente 
panorama de la inadecuación del sistema educativo para servirle a la PcD, tabla 6: 
Tabla 6. Inadecuación de sistema educativo para PcD 
Edad Porcentaje Valoración sistema educativo PcD 
10 a 17 años 
41,7 % No había aprobado ningún nivel educativo 
33,9%  Aprobada la primaria 
18 a 39 años 
24,7% No había alcanzado ningún nivel educativo 
9,7% Había alcanzado nivel superior 
                    Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social (2017).  
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 Debe tenerse en cuenta que el ítem contempla hasta los 40 años en el Registro de 
Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad. Para 2018, el Ministerio de Salud 
y Protección Social, por medio del Registro de Localización y Caracterización de Personas con 
Discapacidad destacó que, de cada 100 personas con discapacidad mayores de 24 años, 42 
tenían aprobada primaria; 20 secundaria y 31 personas no habían alcanzado ningún nivel 
educativo (RLCPD, 2018).  
Gráfica 9. Porcentaje de PcD mayores de 24 años según nivel educativo 
 
               Fuente: MSPS: SISPRO, RLCPD (2018) 
          Al comparar los datos del RLCPD con el estimativo del DANE, se encuentra que de las 
53.816 PcD registradas a nivel nacional en 2018, el 32%, es decir, 17.221 PcD, no sabía leer ni 
escribir (RLCPD, 2018). 
Gráfica 10. Tasa de alfabetismo y analfabetismo 
 
                              Fuente: DANE-DCD-CNPV 2018 
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  En materia de salud, en 2018 el Registro de Discapacidad reportó 959.960 personas 
afiliadas al sistema, de las cuales el 70%, es decir 671.492 personas, se encontraban afiliadas al 
régimen subsidiado y el 30%, (288.468 personas) pertenecían al régimen contributivo (RLCPD, 
2018). En cifras de morbilidad, el Registro Individual de Prestación de Servicios RIPS, indica 
que la infección de vías urinarias, la enfermedad pulmonar obstructiva crónica y la diabetes son 
las complicaciones más frecuentes que padecen las PcD (Ministerio de Salud y Protección 
Social, 2019).  
Gráfica 11. Personas con discapacidad RLCPD, según afiliación a salud 
 
                                  Fuente: MSPS. Dane (2018) 
Por su parte, las estadísticas del DNP (2018), muestran que el 34% de las PcD, es decir 
470.215 personas, la alteración que más les afecta es la incapacidad para el movimiento del 
cuerpo; al 26%, 350.216 personas, problemas del sistema nervioso y al 13%, 179.471 personas, 
las dificultades visuales.  
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Gráfica 12. Personas con discapacidad y complicaciones generadas 
 
         Fuente: MSPS. DNP (2018) 
En relación con las oportunidades de trabajo (empleo e ingresos laborales) para las PcD, 
se encontró que este grupo poblacional percibía menores ingresos que los demás trabajadores 
regulares de una empresa. La tasa de ocupación de las PcD es menor que la de las demás 
personas trabajadoras del país: según el sexo, el desempleo en los hombres es del 20%, y en las 
mujeres del 53% (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017). Un estudio reciente de la 
OCDE (2016) en 27 países, mostró que en Colombia existe una desventaja significativa para las 
personas en condición de discapacidad. Esto porque, aunque la economía colombiana ha 
crecido, aún tiene restricciones que conducen a la desigualdad social y económica de ciertos 
grupos particulares de población como campesinos, personas en condición de discapacidad, 
indígenas y personas LGTBI, especialmente en las regiones, donde tampoco existen programas 
dirigidos a superar la inequidad. 
De acuerdo con la OCDE, en los últimos años más colombianos en condición de 
discapacidad se han visto sumidos en la pobreza debido a la falta de oportunidades y de igualdad 
de trato en materia de empleo, educación, e integración con la comunidad. Esta situación resulta 
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por el incumplimiento de los convenios firmados por el país con la OIT15, especialmente el 
Convenio 153 de 1983 relativo al derecho de las personas con discapacidad. La OCDE advirtió 
que la tasa de desempleo de las PcD llegó al 75%, comparado con una tasa de desempleo para la 
población sin discapacidad que es de 44% (OCDE, 2017).  
En el año 2018 el Ministerio de Salud y Protección Social mostró que solo el 12% de las 
personas con discapacidad se encontraban laborando, el 17% lo hacía desde su hogar y el 30,6% 
tenían incapacidad permanente para trabajar y no tenían pensión. En efecto, según este estudio, 
solo el 1,7% de la PcD reciben pensión de jubilación y un 0,4% estaba recibiendo renta. Otras 
características de la encuesta se registran en la siguiente tabla 7: 
Tabla 7. Personas con discapacidad. Ocupación 
 
                           Fuente: MSPS (2018) 
Cuando se contrastan las cifras con el Registro de Localización y Caracterización de 
Personas con Discapacidad (2018), se encuentra que 165.283 PcD aseguraron que están 
trabajando en diversas actividades económicas y con diferente tipo de contrato. De este número, 
el 26%, tiene como actividad económica los servicios, y el 22% se dedica a la agricultura. 
 
15 Organización Internacional del Trabajo 
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Llama la atención que, en este grupo, más del 80% de las PcD dice no tener contrato laboral 
alguno (RLCPD, 2018). 
Gráfica 13. Personas con discapacidad y actividad económica 
 
                Fuente: MSPS (2018) 
Según la actividad específica en la que participan, y que señala el capital social que 
caracteriza a las PcD, el 34,1% de las personas registradas en el RLCPD dicen que participan en 
actividades religiosas, el 24,4% se desempeña en actividades comunitarias, mientras que el 18% 
lleva a cabo actividades de tipo cultural. Además, el 11,6% se enfoca en el desarrollo de 
acciones ciudadanas y el 12,4% se desempeñan en actividades productivas. Solo el 10% de las 
personas que se registran dicen no participar en actividad alguna (RLCPD, 2018). 
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Gráfica 14. Personas con discapacidad según actividad social 
 
                  Fuente: MSPS (2018) 
El análisis anterior permite inferir que el cumplimiento de derechos de las PcD en el país 
es deficiente. Aunque gozan de cierta forma de igualdad e inclusión, la mayoría de las PcD 
tienen dificultades para acceder a servicios y oportunidades. En los estudios citados se evidencia 
una forma equivocada de tratar a este grupo poblacional, ya que todos coinciden en que no 
existe un registro único que defina la cantidad de personas con esta condición; en algunas 
regiones solo se conoce el número de personas que el censo del DANE (2018) registró, pero no 
hay claridad sobre su forma de vida, ni sus carencias u oportunidades. Así la cosas, la inclusión 
y dignidad que promulga la política pública de discapacidad se vuelve letra muerta que se diluye 
entre ineficiencia y falta de recursos.  
Al revisar las estadísticas y datos generados, es fácil entender por qué las PcD, sus 
familias y cuidadores, se denominan grupo vulnerable de la sociedad. Bajo principios de 
dignidad humana, respeto, autonomía individual, independencia, igualdad, equidad, justicia e 
inclusión, se puede decir que la brecha para cumplir los fines del Estado aumenta cada día. Por 
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esta razón, es pertinente articular acciones que garanticen los derechos de las PcD de manera 
que puedan disfrutar de una vida digna. Aunque existen casos excepcionales, es importante 
resaltar que los antecedentes expuestos sirvieron de base para el desarrollo de la política de 
discapacidad, y explica la forma como ha sido implementada en las regiones; esta política no 
solo se trata de otorgar derechos en general, sino que su mayor importancia radica en la 
prevención y rehabilitación de la PcD.  
Como es claro que las administraciones locales deben impulsar programas que apoyen la 
integración de las PcD mediante incentivos, fomento de cooperativas, exenciones impositivas o 
asistencia técnica, se debe combatir la costumbre de considerar a la persona con discapacidad 
como objeto de medidas asistenciales, de beneficencia o caridad y reconocer su condición de 
sujeto de derechos. 
2.2 Caracterización de las personas en condición de discapacidad en Soacha 
Soacha es un municipio ubicado en la zona sur occidental de la sabana de Bogotá. Está 
formado por seis comunas, dos corregimientos y 532 barrios que albergan aproximadamente 
645.205 habitantes según el último censo poblacional del DANE del año 2018. Por su cercanía 
con Bogotá presenta un continuo aumento poblacional generado por el crecimiento urbanístico 
que ofrece vivienda de interés social y prioritaria; y la llegada de personas migrantes, 
especialmente venezolanos, desplazados por la violencia, campesinos obligados a entregar sus 
tierras, indígenas desplazados por grupos armados ilegales y por personas inescrupulosas que se 
adueñan de territorios para actividades de narcotráfico y minería ilegal (Secretaría Social de 
Soacha, 2017).  
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En este contexto, se encuentran fenómenos de embarazo adolescente, desnutrición 
infantil, desnutrición de madres gestantes, consumo de sustancias psicoactivas, y abandono de 
personas de tercera edad, entre otras (Secretaría de Salud de Soacha, 2017, pág. 12). Muchas de 
las personas que llegan al municipio están en situación de discapacidad; la mayoría de ellas 
aumenta los problemas de desigualdad social en conexión con la salud, convivencia y calidad de 
vida. La atacan problemas relacionados con las dificultades en la accesibilidad y la oportunidad 
de los servicios. Hay demora en la atención médica, en la entrega de medicamentos; no existe 
una red pública hospitalaria mínima, por lo cual, las PcD deben desplazarse hacia Bogotá para 
acceder a los servicios médicos requeridos.  
En algunas zonas del municipio aún no existe saneamiento básico, especialmente en la 
parte rural y en los asentamientos suburbanos (Rodríguez González, 2020). En cuestión de 
movilidad, gran parte del transporte público no es accesible para las PcD, en especial para 
quienes usan silla de ruedas. En las vías principales, y en las calles de barrio, existen barreras 
arquitectónicas como andenes angostos, falta de rampas, y construcciones sin los requerimientos 
de accesibilidad física para PcD.  
A todo lo anterior, se suma que para la realización de la presente investigación no se 
encontraron estudios de caracterización de la PcD del municipio, solo una pequeña reseña que 
presentó la Secretaría de Salud en 2017, cuando presentó informe de rendición de cuentas, por 
lo cual, no existe un análisis suficiente que sirva de apoyo para la formulación de planes, 
programas y proyectos con enfoque diferencial, todo lo cual se refleja en la calidad de 
implementación de la política de discapacidad. 
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De igual manera, este estudio constató que no existen estadísticas específicas sobre las 
PcD en el municipio. El Registro para la Localización y Caracterización de las Personas con 
Discapacidad, como herramienta técnica concebida por el DANE para que el Ministerio de 
Salud y Protección Social pueda conocer la situación real de este grupo poblacional vulnerable, 
ofrece datos actualizados con base en la inscripción voluntaria de las PcD. Estos datos son los 
que se han tomado de insumo para que el municipio formule la política de discapacidad y los 
planes y programas que “representan”16 su implementación.  
En el registro, como único procedimiento oficial reconocido a nivel nacional para la 
caracterización de las PcD, se maneja el concepto de discapacidad como un término genérico 
que comprende déficit, limitación en actividad y restricciones en la participación, e indica 
aspectos negativos de la interacción de las PcD con los contextos sociales, ambientales, físicos y 
personales con base en la Clasificación Internacional del Funcionamiento, la Discapacidad y la 
Salud -CIF de la OMS (2001).  
Es a partir de estas estimaciones que el diagnóstico departamental de Cundinamarca 
asegura que actualmente hay 53.821 personas con algún tipo de discapacidad en el territorio, lo 
cual equivale al 1,86% del total nacional. De esa cantidad, en el municipio de Soacha viven 
8.640 personas, es decir, el 1,52% del total departamental (Observatorio Nacional de 
Discapacidad, 2020), una cifra que no se puede asegurar corresponde efectivamente al universo 
del municipio. 
Al desarrollar el análisis de los datos de discapacidad de manera más específica, el 
Ministerio de Salud y Protección Social muestra que el tipo de discapacidad que afecta a la 
 
16 Como la información es tan disímil y no está sistematizada, es difícil tener la certeza de cuáles programas pertenecen a la 
implementación de la política de discapacidad de Soacha 
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mayoría de personas en el departamento es el movimiento de cuerpo, manos, brazos y piernas 
(55.89%), seguido por discapacidad en el sistema nervioso (54.51%), discapacidad visual 
(48.34%), afectación de sistema cardiorrespiratorio (35.17%), oídos (22.47%), voz y el habla 
(25.05%), digestión, metabolismo y las hormonas (18.14%), sistema genital y reproductivo 
(12.39%), piel (9.78%) y demás órganos de los sentidos (6.67%). Es importante tener presente 
que la sumatoria de las proporciones mencionadas no necesariamente suma 100% porque 
algunas personas pueden presentar más de una discapacidad (Gobernación de Cundinamarca, 
2019). 
Tabla 8. PcD indicadores por departamentos y municipios 
 
                       Fuente: OND-Minsalud (2020) 
Según los datos de la gráfica, en el Departamento de Cundinamarca el municipio con 
mayor población con discapacidad es Soacha, seguido por Sibaté, con 1.711, Girardot con 1.197 
y Pacho con 1.118 personas (Gobernación de Cundinamarca, 2019). En Soacha, del total de 
población caracterizada con discapacidad, el 48,8% corresponde al sexo femenino y el 51,2% al 
masculino. Se indica, además, que en las edades tempranas el porcentaje de hombres con 
discapacidad es mayor que el de las mujeres (Observatorio Nacional de Discapacidad, 2020). 
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Gráfica 15. Pirámide poblacional Soacha 
 
                                             Fuente: Registro de discapacidad 2019 
Como dato complementario, la gobernación advierte que, de acuerdo con la distribución 
geográfica de la PcD, la mayoría de las personas se ubican en la cabecera municipal y menor 
cantidad en el área rural del municipio. Esta conclusión parte de estudios realizados para 
reconocer quiénes de estas personas han llegado al municipio desplazadas por la violencia, y 
quienes son venezolanos migrantes que llegaron a Colombia por la situación que se vive en su 
país. Todo ello tiene el objetivo de encaminar los programas y proyectos de la gobernación para 
restitución de derechos y ayudas humanitarias necesarias para ofrecer una oportunidad de vida a 
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Tabla 9. PcD Distribución por sexo en municipios 
 
                         Fuente: OND-Minsalud (2020) 
En esta gráfica se observa que el grupo etario de personas mayores de 60 años constituye 
el porcentaje más alto del total de personas con discapacidad, seguida de las personas con un 
rango de edades entre 27 a 59 años, en el cual la vida laboral sigue activa. Por esta razón es 
importante tener en cuenta a esta población para la formulación de la política pública, de modo 
que se contemplen estrategias para la inclusión laboral y se creen herramientas para la 
generación de ingresos, la promoción de habilidades vocacionales y las actividades recreo-
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Gráfica 16. Número de PcD discriminadas por rango de edad en Soacha 
 
                    Fuente: OND-Minsalud (2020). 
Del registro de localización y caracterización de las personas con discapacidad que tiene 
el municipio de Soacha, en el periodo comprendido entre enero de 2016 y diciembre de 2018, 
existen 1.311 registros que sirvieron de base para el estudio que desarrolló la investigadora 
Sandra Johanna Rodríguez (2020). La señora Rodríguez muestra en una tabla cómo la mayoría 
de las personas registradas en esta población fueron hombres con un 58% (N=760). La variable 
de edad la categorizó con el enfoque de “cursos de vida”, predominando las edades que están en 
el rango de 27 a 59 años con un 41% (N=541).  
El estrato socioeconómico más frecuente reportado fue el 2 con un 48% (N=634). En 
cuanto a la conformación del hogar, el 52% (N=689) es integrado por 3 o 4 miembros y el 16% 
(N=217) tiene personas a su cargo. Con respecto al tipo y condición de la vivienda el 92% 
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(N=1208) reside en casa o apartamento y el 36% (N=472) en arriendo (p. 41). El cuadro 
mencionado se presenta a continuación y ofrece una muestra útil de las PcD en Soacha. 
Tabla 10. Características sociodemográficas de PcD de Soacha 
 
                         Fuente: (Rodríguez González, 2020) 
En la segunda parte del estudio, la investigadora indagó si había en los hogares más de 
una persona en condición de discapacidad y si esas personas tienen otras a cargo, tales como 
niños menores de 12 años o personas mayores de 60 años. También investigó acerca del tipo de 
vivienda que habita la PcD y las condiciones en las cuales se encuentra esa vivienda, junto con 
las condiciones de tenencia y pago de arriendo. 
69 
 
Participación de PcD en implementación de política de discapacidad en Soacha 
En relación con las oportunidades de empleo, se debe observar que en Soacha las PcD no 
son tenidas en cuenta, bien sea por incapacidad permanente o porque se dedican a las tareas en 
el hogar. Siguiendo este criterio, nuevamente se aprecia que las personas pequeñas son quienes 
más ocupación tienen, ya que muchos de ellos se dedican a tareas de venta informal, o 
independiente.  De igual manera, las personas con deficiencias cognitivas entran en el grupo de 
las personas pequeñas, porque presentan una frecuencia relativa mayor en las actividades de 
trabajo o estudio, y son las que menos se inscriben en el registro del municipio.  
Para establecer la relación entre el estrato de la vivienda y la ocupación de las personas 
con discapacidad, los datos cuantitativos aportados por las entidades citadas y la investigación 
de la Universidad del Rosario muestran que la mayoría de PcD de estrato bajo presenta 
incapacidad permanente que le impide trabajar o se encuentran realizando tareas del hogar, 
mientras que en los estratos más altos es frecuente que estas personas realicen actividades de 
autoconsumo. La frecuencia más baja para cualquier estrato del municipio se presenta en las 
actividades relacionadas con estudiar (Rodríguez González, 2020).  
La población joven, hasta los 39 años, tiene un mejor nivel educativo, debido a la 
inclusión de políticas públicas orientadas a los jóvenes. Por ello mismo, la legislación 
colombiana ha obligado a la atención de las PcD en instituciones públicas y privadas para 
cumplir con el principio de igualdad y equidad. No obstante, conviene recordar que después del 
bachillerato, la PcD reciben pocos incentivos para realizar estudios de nivel superior. 
(Rodríguez González, 2020).   
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2.3 Ruta para la construcción de política de discapacidad en los municipios 
 La ruta para la construcción de la política local de discapacidad municipal se refiere al 
paso a paso que debe seguir la administración para formularla. Es decir, este proceso refleja el 
enfoque y los objetivos del municipio frente al mandato de asistencia e inclusión de las personas 
con discapacidad. La ruta mencionada fue construida para apoyar la elaboración de planes, 
proyectos y programas, incluyendo las metas de gestión, los indicadores y el relacionamiento 
con actores claves, todo lo cual debe darle forma a la implementación de la política en todo el 
territorio nacional. El proceso mencionado fue construido por el Ministerio de Salud y 
Protección Social como ente encargado de su funcionalidad y efectividad con miras a garantizar 
los derechos de las PcD.  
 En ese contexto, para el análisis de lo realizado en el municipio de Soacha se usó la 
versión del modelo secuencial de Pierre Müller, una representación lineal racional de la hechura 
de las políticas públicas que incluye la participación de la PcD en la etapa de implementación 
(Muller, 2010). Inicialmente, es imperativo que el alcalde tenga claro cuántas PcD viven en el 
municipio, para lo cual cuenta con el Registro para la Localización y Caracterización de las 
Personas con Discapacidad RLCPD, donde se recolecta información continua y actualizada. Son 
datos que dan soporte al desarrollo de planes, programas y proyectos orientados a garantizar los 
derechos de las PcD. El RLCPD tiene un aplicativo web que permite capturar la información; el 
acceso al mismo es autorizado por el Ministerio de Salud y Protección Social.  
 Adicionalmente, el Sistema Nacional de Discapacidad SND y las Entidades Territoriales, 
a través de las Unidades Generadoras de Datos UGD, que son instituciones públicas, privadas u 
organizaciones de objeto social relacionado con la discapacidad, también aplican el Registro y 
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brindan datos estadísticos al alcance de los municipios. De igual manera, el Ministerio de Salud 
y Protección Social creó una herramienta llamada el Cubo de Discapacidad, el cual muestra 
datos estadísticos que se derivan del RLCPD y que deben ser los que el municipio debe usar 
para generar planes, programas y proyectos dirigidos a la población en condición de 
discapacidad. Así, se espera ejecutar la primera etapa del ciclo de Müller consistente en el 
reconocimiento de un problema y definir las tareas necesarias para solucionarlo.  
 Una vez el problema ha ingresado en la agenda gubernamental, la “ruta” sugiere crear un 
Comité de Discapacidad del municipio, el cual debe ofrecer orientación a la comunidad para la 
organización, construcción y dinamización de la política. Este Comité es un espacio de 
concertación intersectorial, de diálogo y participación. Permite la interacción entre la sociedad 
civil y el Estado; debe incidir en la toma de decisiones para la construcción de acciones de 
inclusión social de las personas con discapacidad. Para la conformación del Comité se sigue lo 
dispuesto en la Ley 1145 de 2011 y a la Resolución 3317 de 2011. En caso de que el Comité no 
opere, las normas establecen que se debe repetir la dinámica mencionada, asegurando el 
funcionamiento del Comité. Para lograrlo se recurrir a redes de apoyo o comités gestores de la 
política que brinden apoyo en la construcción de esta.  
 Cabe aclarar que en Soacha sí existe un Comité de Discapacidad denominado COMDIS, 
como se observa en las actas de reunión firmadas en el año 2017 (Anexo No. 1); su existencia se 
confirmó a través de entrevistas a funcionarios encargados y de los programas y proyectos que 
están en desarrollo. Como guía técnica, el Consejo Nacional de Discapacidad desarrolló una 
caja de herramientas que contiene presentaciones en Excel y guías en Word y PDF para que se 
conozca y facilite la socialización, organización y sistematización de la información relativa al 
proceso de implementación de la política pública de discapacidad municipal. Esta herramienta 
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les permite a los municipios desarrollar su propia ruta, mantener actualizado su normograma con 
las disposiciones vigentes que soportan los procesos de inclusión social.  
 La tercera etapa, consiste en identificar los elementos clave para la formulación de 
proyectos y programas que den sustento a la implementación de la política de discapacidad. Es 
decir, definir la oferta de servicios y elaborar el mapa de actores clave para la implementación 
de la política. En este sentido, es necesario realizar la sistematización de la información para 
promover su difusión, crear conocimiento y facilitar el proceso de coordinación intersectorial, 
además de concretar el mapa de riesgos y oportunidades de los programas y proyectos que se 
diseñan. Todo ello en un marco institucional complejo: en este momento la política municipal 
de discapacidad se incluye en la construcción del Plan de Desarrollo Municipal el cual, a su vez, 
debe estar articulado con el Plan de Desarrollo Nacional, con las políticas nacionales y la 
realidad del territorio para que se reconozca la existencia y funcionamiento de los diferentes 
sistemas nacionales.  
 En ese sentido la formulación del plan de desarrollo municipal debe incluir una línea 
estratégica y transversal en torno a la gestión en discapacidad, que esté en armonía con la 
normatividad sobre el tema (Ministerio de Salud, 2014). Este modelo se observa en el siguiente 
esquema explicativo de la forma como se articula el Plan de Desarrollo Municipal con el PDN, 
con las políticas, los Sistemas Institucionales y el Sistema Nacional de Discapacidad.  
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Gráfica 17. Articulación del Plan de Desarrollo Municipal 
 
                              Fuente: (Ministerio de Salud, 2014) 
 Las autoridades administrativas municipales deben definir la metodología participativa 
porque el proceso necesita de espacios de discusión y concertación apropiados, y mecanismos 
que faciliten el trabajo de construcción colectiva de la política. Como mínimo, dicha 
metodología debe consultar los actores pertinentes, mediante la convocatoria de mesas de 
trabajo, grupos focales, y consejos comunitarios en los barrios, veredas y/o corregimientos, entre 
otros (Ordoñez Matamoros, 2013). En este punto, el enfoque de etapas y su perspectiva 
secuencial se convierten en un instrumento pedagógico y herramienta heurística útil por su 
flexibilidad y adaptabilidad (p. 227). Permite encausar las discusiones que sobre la política de 
discapacidad se desarrollen y facilitan la construcción de consensos.  
 Se trata de trabajar con los actores relevantes, fomentando interacciones que estructuren 
y modelen las decisiones. Estos actores son influyentes porque se desenvuelven en la red 
particular de los interesados y beneficiarios de la política en el municipio. Aquí, vale la pena 
tener en cuenta los conceptos de estrategia y actor, porque las interacciones que ocurren entre 
las PcD y la administración municipal representan juegos de poder relevantes para la 
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elaboración de la política pública en cuestión. Conviene recordar que, en 2017, Soacha 
desarrolló una metodología que consistió en hacer posibles encuentros en el marco del Comité 
de Municipal de Discapacidad COMDIS, para construir el Plan Municipal de Discapacidad, el 
cual debía abordar las condiciones de la población, las líneas de acción y la participación en la 
Política Pública.  
 Para ello, se tomó el modelo participativo desarrollado por la gobernación de 
Cundinamarca para dar forma a su Plan de Desarrollo departamental, dentro del cual se hace 
relevante la política de discapacidad. Con ese enfoque participativo el municipio buscó un 
acercamiento con las comunidades para garantizar la contribución amplia de personas, grupos, 
asociaciones, y gremios. La estrategia fomentó la participación, incluyendo una mesa de 
concertación para la construcción del Plan de Desarrollo.  
 Se estableció un cronograma de encuentros, se generaron mesas técnicas y se llevaron a 
cabo jornadas específicas para la construcción del Plan Municipal de Discapacidad. Han 
intervenido el alcalde, los concejales, algunos diputados departamentales y funcionarios de la 
administración municipal. Ese proceso hizo posible la inclusión de propuestas de actores 
representantes de las PcD, y contribuyó para definir las prioridades de la política. Cada sector 
identificó las problemáticas, aportó propuestas de solución y formuló recomendaciones 
(Gobernación de Cundinamarca, 2016). 
 La cuarta etapa consiste en validar la información obtenida por medio de las entrevistas 
y ejercicios de rendición de cuentas (accountability), tareas que posibilitan la construcción de 
índices de cumplimiento de los programas y proyectos, los tiempos, metas e indicadores, 
sometiendo la política a la comprobación estadística de los planes, programas y proyectos. Es 
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importante resaltar que el proceso de implementación necesita el trabajo coordinado de 
entidades públicas y privadas, y el apoyo y cooperación de la sociedad civil y demás grupos 
interesados.  
 La quinta etapa corresponde a la interpretación final, es decir, las conclusiones del 
proceso. A partir del referencial de Müller (2010), puede decirse que este proceso involucra 
cuatro niveles de percepción, a saber, los valores, lo que se considera como una acción que 
propende al bien general, lo deseable y lo real, así como, las normas, algoritmos e imágenes. 
Debe tenerse en cuenta que el referencial se descompone en tres elementos que son: el 
referencial global o representación general de la que se derivan otras representaciones; el 
referencial sectorial, es decir, el sector, disciplina o profesión; y la relación global - sectorial que 
está determinada por operadores de transacción y son fundadores de la política pública (Müller, 
2010, pág. 16). En este contexto, se presenta la aplicación sobre el periodo descrito (2016-
2019), es decir, el objetivo en momento temporal, a partir de la representación del problema, de 
sus efectos y de las oportunidades de solución que definan los actores clave. 
 Siguiendo a Müller (2010), la imagen de la realidad la constituye la desatención a la PcD 
en Soacha, por tanto, los valores los constituyen las oportunidades de representación de la PcD, 
quienes conocen las necesidades y prioridades del colectivo (p. 117), definiendo de esta forma el 
marco global que debe tener la acción pública. Las normas, equivalen a las acciones que se han 
o no se han implementado, porque, aunque en teoría se presentan programas, es diferente lo que 
se percibe a lo que realmente existe y a lo que las PcD desean tener.  
 Un ejemplo, lo constituye la formación, la salud y el empleo. Los algoritmos: definidos 
como “las relaciones causales que expresan una teoría de la acción” (Müller, 2010, pág. 117), se 
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encuentran cuando en Plan de Acción del Municipio expresa objetivos bajo la forma de “si (…), 
entonces (…)” (Müller, 2010, pág. 118), aplicando vaguedad a la implementación. En relación 
con las imágenes, se puede afirmar que corresponden a la situación real que ofrecen tanto las 
estadísticas como los estudios de actores interesados en conseguir el pleno desarrollo de 
derechos y equidad para las PcD que habitan en Soacha, pero también para sus cuidadores que 
pocas veces son consultados y escuchados como actores fundamentales. 
 En este mismo sentido, de acuerdo con Roth Deubel (2008), las demandas y expectativas 
de la sociedad siempre exceden la capacidad del Estado y sus instituciones (Roth Deuble, 2008), 
por tal razón, la formulación de soluciones y decisiones casi nunca es un proceso “racional” que 
legitime la dominación del Estado. Es más, una obligación de negociar para tener presencia y 
manera de actuar. Por esta razón las acciones y los resultados no corresponden a las intenciones 
que se proclaman (p. 82). En Soacha, como en todo proceso de implementación, es problemático 
desarrollar programas y proyectos por la generalidad y amplitud que se les imprime cuando se 
redactan, dejando como resultado que las particularidades regionales y locales difícilmente son 
tenidas en cuenta. Por esta razón, la trazabilidad de la política se ve como un proceso complejo 
para un municipio pequeño que lidia con demasiados temas de inequidad.   
 De acuerdo con Roth Deubel (2008), el déficit de implementación muestra el bajo nivel 
de gobernabilidad y de poder que permanece en las instituciones estatales regionales 
colombianas. En otras palabras, la realidad del Estado en Soacha es la concepción clásica del 
Estado, concebido como institución separada, soberana, autónoma, rectora de la sociedad y 
garante del interés general (Gómez M. , 2008, pág. 4). Así las cosas, la participación es la 
muestra de la sociedad que tiende a emanciparse de la tutela del Estado. Entonces, se puede 
decir que el Estado es permeado por la sociedad civil organizada y por los movimientos 
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sociales, reduciendo su papel a instrumento de coordinación entre los actores interesados (Roth 
Deuble, 2008, pág. 77).  
 Así las cosas, existe consenso en que los gobiernos municipales muestran excesiva 
confianza en lo automático de la política. Es decir, esperan que sea el gobierno nacional 
desencadene el cumplimiento de programas y ellos puedan seguirlos, por esta razón, el déficit de 
implementación es notorio. Sin embargo, puede superarse si no se tiene en cuenta solo la 
capacidad preexistente y se mejora la “técnica” de gobernar con base en variables que 
determinen el éxito. Se deben reconocer condiciones y plantear una línea de reforma teniendo en 
cuenta que las variables interactúan entre ellas. Es en este escenario donde las ambiciones 
políticas deben cambiarse por voluntad política que aporte capacidad de implementación.  
 A nivel de Soacha, los factores claves para mejorar la implementación de la política de 
discapacidad, parten de cambios institucionales porque lo hecho no ha dado resultados positivos. 
Se puede decir que son cambios en el sentido de actualizar metas y objetivos, así como medios y 
recursos que fortalezcan el quehacer, porque la política tiene tres aspectos principales que no se 
deben obviar: el interno que compete al gobierno, el comunicacional que otorga participación a 
actores interesados y el político legislativo, de los cuales se desprenden los ámbitos de 
implementación, por eso debe ser planificada, correctamente transmitida y apoyada, de manera 







Participación de PcD en implementación de política de discapacidad en Soacha 
Capítulo III 
3. Hallazgos 
3.1 Análisis a implementación de la política de discapacidad en el municipio de Soacha 
El proceso de entrevistas emprendido se concibe como una herramienta que permite 
validar la información hallada. Partió de una selección amplia de posibles entrevistados dentro 
de un universo de 50 personas entre quienes figuraban los principales actores que tienen 
injerencia en el problema planteado. De los actores mencionados, diez fueron funcionarios 
públicos o particulares que desempeñan funciones públicas, 10 representantes de entidades que 
intervenían en actividades o programas con PcD en Soacha, y 30 personas con discapacidad que 
participaban o pertenecían a programas desarrollados por la alcaldía en el marco de la 
implementación de la política de discapacidad.  
Es así como, del grupo de actas de la reunión del COMDIS, se identificaron varios 
nombres que interesaban a la investigación, y que fueron los primeros contactados. Entre ellos 
se destaca el señor alcalde Eleazar González (2016-2019), la personera Sandra Patricia Mendoza 
Granja; y la funcionaria Nidia Milena Morales Cruz, quien trabaja apoyando el archivo de la 
Secretaría de Planeación y Ordenamiento Territorial; a causa de un accidente de tránsito esta 
funcionaria quedó con una discapacidad motriz (Alcaldía de Soacha, 2019).  
A cada uno de los seleccionados se les envió una solicitud de entrevista, y solo 10 de 
ellos respondieron positivamente. Los que no lo hicieron manifestaron miedo a hacerlo por 
temor a perder la oportunidad de acceder a los beneficios que brinda la alcaldía. Luego de 
revisar la metodología, se desarrollaron 10 entrevistas semiestructuradas, así: cuatro con 
funcionarios públicos; dos a cuidadores; dos a representantes de organismos que agrupan PcD; y 
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dos a personas en condición de discapacidad. El primer paso para realizar las entrevistas fue 
confirmar que las personas elegidas fueran representantes de organizaciones que se encuentran 
en la base oficial de la Secretaría de Salud del Municipio, o que directamente fueran 
beneficiarios de alguno de los programas o que vivieran efectivamente en Soacha. Los 
resultados de las entrevistas se exponen a continuación. 
El alcalde Eleazar González (2016-2019), hizo un recuento de cómo la alcaldía 
municipal invirtió en mejoramiento de la atención prestada a las PcD mediante proyectos 
desarrollados por entidades privadas, siempre con la meta de ampliar su cubrimiento. Es así 
como, según él, se logró atender a 10.950 personas con discapacidad y a sus familias en el su 
periodo administrativo. Por otra parte, aseguró que había logrado mejorar la calidad de vida de 
650 PcD y sus familias por medio del programa de atención en casa, el cual brinda orientación a 
los cuidadores para desarrollar proyectos productivos y recibir ayudas técnicas representadas en 
sillas de ruedas, caminadoras, muletas, bastones de apoyo y guía, audífonos, además de la 
creación de una herramienta informática para tener comunicación con población ciega.  
El alcalde resaltó que, desde el inicio de su administración se propuso reducir el número 
de personas con condición de discapacidad que aún no recibían atención en el municipio, para lo 
cual se habilitaron 320 cupos en el CADIS, dándole así cumplimiento al Plan de Desarrollo 
municipal, Juntos Formando Ciudad. Según aclaró, en ese centro las personas acceden a 
actividades orientadas a la rehabilitación y mejoramiento de sus capacidades físicas, cognitivas 
e intelectuales, a través de la realización de talleres vocacionales y prevocacionales para la PcD 
como para los cuidadores. Otro de los logros que resaltó el alcalde es que como resultado de un 
convenio entre la Alcaldía y las ONGs Fundación CIREC y Colombia Mayor.  
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Por medio de este convenio, las personas en condición de discapacidad visual y motriz 
de los niveles 1 y 2 del Sisben reciben ayudas técnicas para contribuir con sus procesos de 
rehabilitación integral, dirigidas tanto a los cuidadores como a la PcD, y un entrenamiento 
específico para el fortalecimiento de sus competencias y habilidades.  
Por su parte, la personera municipal, Sandra Patricia Mendoza Granja, al ser preguntada 
sobre la implementación de la política de discapacidad en Soacha, se refirió a que la gestión en 
discapacidad es priorizada en la agenda pública, siendo primordial el mejorar la participación de 
las personas con discapacidad, sus familias y cuidadores en todos los escenarios del Municipio, 
garantizando con ello el goce efectivo de sus derechos. Por esta razón, el enfoque del Plan 
Municipal de Desarrollo se construyó aplicando diversas metodologías de planeación estratégica 
y participativa (Mendoza Granja, 2019).  
Según afirma la funcionaria el trabajo se centró en la ejecución del diseño, gestión e 
implementación de “satisfactores sinérgicos” que garantizaran la satisfacción de las necesidades 
existentes en cada ciudadano de manera particular, con un enfoque diferencial y de atención 
prioritaria para todos los sectores poblacionales que por su condición precisan de especial 
atención estatal con el ánimo de restablecer sus derechos. Para ella, la meta era garantizar el 
acceso al servicio con criterios de pertenencia, calidad y disponibilidad en un modelo equitativo 
de beneficios.  
La funcionaria aseguró que lo anterior viene fusionado con la implementación de la 
política pública porque pone en marcha los planes de acción, su financiamiento, la ejecución de 
los ajustes institucionales necesarios, la conformación de los diferentes equipos de trabajo y el 
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adelanto y mejora de sistemas de información, seguimiento y evaluación de la misma política de 
discapacidad municipal. 
Cuando se les preguntó a las personas participantes sobre el diseño de la política de 
discapacidad, seis de ellos manifestaron que conocían la propuesta de la política; dos de ellos la 
percibieron y catalogaron como buena; uno como aceptable, y los tres restantes como deficiente. 
En este sentido, uno indica que su percepción sobre los propósitos de ésta es excelente, dos que 
es buena, dos que es aceptable y uno que es deficiente. 
Al indagar por el conocimiento y percepción que tienen sobre los actores que estuvieron 
involucrados en la formulación de la política pública, manifiestan que solo tres de ellos conocen 
a otros actores y que su percepción sobre los mismos es buena. Dos de los participantes 
manifestaron no conocer los programas ofrecidos por la Administración Municipal en el marco 
y desarrollo de la política pública de discapacidad, pero sí los que ofrecen las entidades 
particulares. De las cuatro personas que declararon conocer los programas, solo uno exteriorizó 
que su percepción sobre ellos es excelente; dos exhibieron que es buena, otro que es aceptable y 
ninguno que es deficiente.  
Al analizar el nivel de participación de los entrevistados en la discusión y formulación de 
la política pública de discapacidad de Soacha, se encontró que solo tres de los seis participantes 
presentaron haber asistido a alguna mesa en la cual se discutió específicamente sobre las 
problemáticas que enfrentan las personas con discapacidad; solo tres sostuvieron haber realizado 
aportes a la discusión pero que ninguna de las propuestas fue incluida en el documento final que 
contempla esta política. A su vez, indicaron que las necesidades prioritarias tienen que ver en su 
orden con; salud, accesos y movilidad, inclusión social, educación, oportunidades labores, 
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transporte, vivienda y programas culturales y deportivos. En cuanto a la percepción sobre la 
forma como fue formulada la política, cuatro de los entrevistados sostuvieron que es buena, uno 
que es aceptable, uno que es deficiente.  
En conclusión, se puede decir que existe gran desconocimiento por parte de este grupo 
poblacional de lo que son los postulados, propósitos y programas de la política pública de 
discapacidad; también es evidente la falta de participación de la sociedad civil y los organismos 
locales en las mesas de discusión sobre la definición de problemáticas y necesidades de estas 
personas, siendo baja la interacción de las PcD con los actores involucrados en esta etapa.  
Frente a la implementación de la política de discapacidad, se les preguntó a los 
entrevistados sobre su participación en los escenarios donde se tomaron decisiones, su 
interacción con los programas desarrollados, su interacción con los demás actores y su 
percepción sobre ellos. En las respuestas se encuentra que solo dos de los entrevistados afirman 
haber participado en algún escenario donde se hubieran tomado decisiones sobre las 
problemáticas y las acciones a ejecutar; dos indican que han participado en los diferentes 
programas que se desarrollan, evidenciando una participación importante.  
Sin embargo, a la hora de calificar las actividades de difusión y promoción de estos 
programas, todos reconocen que ninguno de ellos pertenece directamente a la alcaldía; en 
cambio, señalan que todas estas actividades surgen del convenio celebrado por la alcaldía con 
entidades privadas que siempre se han preocupado por las PcD, y que casi todos llegan desde la 
gobernación del departamento de Cundinamarca. En tal sentido, cuatro califican la 
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Refiriéndose a las secretarías de la administración municipal encargadas de ejecutar las 
acciones contempladas en la política pública, se observa que los entrevistados no tienen 
conocimiento sobre cuáles son las responsables. Al preguntárseles que dijeran cuáles en su 
opinión eran responsables, afirmaron que son: la Secretaría de Salud, la Dirección operativa del 
SISBÉN, el Concejo Municipal, la Secretaria de Planeación, la Secretaría de Educación, y el 
Instituto de Educación Física, Recreación y Deporte, y la Personería Municipal.  
Una vez determinado cuales son las percepciones en cuanto a los responsables de las 
acciones y programas de la política pública, se procedió a indagar sobre su desempeño, allí los 
entrevistados lo calificaron como deficiente. Una persona aclaró que algunas secretarías son 
aceptables; otra persona las llamó buenas y otra afirmó que la de promoción social es excelente. 
Los entrevistados aseguraron que existe una combinación de aspectos legales y objetivos en la 
selección de los beneficiarios del programa, que falla, pero que si va acompañada de una 
recomendación política se puede ganar acceso. 
Las personas jurídicas de carácter privado que representan a las PcD presentan en la 
actualidad vínculos contractuales con el ente municipal. Además de realizar trabajo comunitario 
a partir de la atención y prevención de enfermedades y conductas que pueden llevar a la 
generación de una discapacidad, son ellas las que tienen conocimiento real de la política pública 
de discapacidad. Estas organizaciones son los actores más directamente involucrados en la 
implementación de la política a través de los programas que desarrolla el Municipio de Soacha 
para la implementación.  
Debe señalarse que las organizaciones mencionadas participan también en las mesas de 
discusión sobre las problemáticas que afrontan las PcD. Al responder las preguntas 
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correspondientes, dos de las tres entidades entrevistadas dieron respuesta negativa a los 
interrogantes y aclararon que su participación en la etapa del diseño de la política pública no fue 
activa ni permanente, incluso podría llegar afirmarse que no participaron de este proceso en 
Soacha, pero sí en la Gobernación.   
Un hecho significativo de las entrevistas es que todas las personas que participaron en 
ellas consideran que la salud, la educación, la vivienda, las oportunidades laborales, la inclusión 
social, la cultura, los accesos, movilidad y el transporte son las principales necesidades. Dos de 
las organizaciones privadas manifiestan que haber participado obedece a que la ejecución no la 
hace la administración municipal sino las mismas organizaciones privadas, por lo cual, las 
actividades de difusión y promoción oficiales de los programas no es efectiva.  
Todos los entrevistados coinciden en señalar que las Secretarías de Salud y Familia son 
las entidades ejecutoras principales. Sin embargo, también consideran que las secretarías de 
Infraestructura, Educación, Planeación, Hábitat, el Concejo Municipal y la Dirección Operativa 
del Sisben también son responsables. Ver el resaltado en amarillo de la página anterior pues hay 
duplicación de la información. 
En este contexto, decidimos caracterizar el papel del gobierno local en la formulación de 
la política de discapacidad a través de la triangulación de la información recolectada para 
comprobar la hipótesis de investigación. Tuvimos en cuenta que el curso de acción institucional 
del municipio frente a las PcD está dado por el marco constitucional colombiano, derivado del 
Estado Social de Derecho, donde los enfoques, fines y funciones del Estado constituyen los 
lineamientos básicos. En este escenario, cuando se revisan los ejes estratégicos y las líneas de 
acción de la política, es claro que gobierno local formula la política de discapacidad de Soacha, 
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se observa que éstos están subordinados a los lineamientos que expide la gobernación de 
Cundinamarca y que están condicionados por la incidencia de los “operadores” privados y las 
ONGs interesados en el tema.  
En el eje estratégico 1, que se refiere a la transformación de lo público, donde la gestión 
pública, la gestión de la información y la gestión del desarrollo normativo son las líneas de 
acción exigidas, se encontró que desde 2015 Soacha redactó la política de discapacidad, es 
decir, una orientada a la inclusión social de las PcD, ajustada a los lineamientos del 
Departamento Nacional de Planeación, DNP y a los del Ministerio de Salud y Protección Social.  
Esto evidencia que para la administración municipal la transformación de lo público se 
presenta desde la perspectiva de alinear la política a las directrices nacionales, a partir de las 
cuales desarrolla las acciones municipales pertinentes mediante programas y proyectos 
particulares. En tal sentido, el municipio cumple con la utilización de instrumentos 
administrativos, incluyendo una línea de acción de gestión de la información, el Plan Municipal 
de Discapacidad (PMD) y el Plan de Acción del Comité Municipal de Discapacidad 
(COMDIS)17. Estos instrumentos se asocian con la participación de las PcD, sus familias y 
cuidadores (Alcaldía Municipal 2016). 
Es claro que, para la administración de Soacha, el efecto de extender la vigencia de la 
política a los diez años siguientes significa que se está consumando el eje estratégico 1, 
desarrollando su misión pública en el municipio. Tras enunciar la inclusión de las PcD, como 
responsabilidad de las entidades que hacen parte de la administración municipal, se da paso a los 
escenarios básicos de acceso, oportunidad y cubrimiento.  
 
17 Para cumplir con lo dispuesto en la resolución 3317 de 2012 del Min Salud 
86 
 
Participación de PcD en implementación de política de discapacidad en Soacha 
Frente al eje estratégico 2, o garantía jurídica, Soacha tiene clara la normatividad que 
rige el acceso a la justicia y el igual reconocimiento de las personas ante la Ley, velando por la 
protección de sus derechos fundamentales. Es así como, la política de discapacidad tiene como 
base la Ley 361 de 1997, que establece mecanismos de integración social para las personas con 
limitación y define el marco general para el manejo de la discapacidad en el municipio, además 
de establecer las obligaciones y responsabilidades que le competen. Adicionalmente, se ocupa 
de la prevención, educación, rehabilitación, integración laboral, bienestar social y accesibilidad 
de las PcD.  
También hace referencia a la Ley 115 de 1994, o Ley General de Educación, 
especialmente en el aparte que se refiere a las modalidades de atención educativa para cada 
grupo poblacional del país, y dentro de este a la educación para personas con limitaciones o 
capacidades excepcionales, y a la integración en el servicio educativo público.  
De igual manera, se hace referencia al Decreto 0641 de 2001 del Ministerio de 
Educación, que reglamentó la Ley 582 de 2000 sobre deporte asociado para personas con 
limitaciones físicas, mentales o sensoriales; también actúa en el marco del Decreto 1660 de 
2003 del Ministerio del Transporte que vela por la accesibilidad de las personas a modos de 
transporte para las PcD. Con la Ley 1098 de 2006, se enfatiza en el valor que tienen los 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad para alcanzar una calidad de 
vida plena, y a que se les proporcione las condiciones necesarias para “valerse por sí mismo” 
(Alcaldía Municipal, 2016).  
Por medio de la Ley 1145 de 2007, reglamentada por la Resolución 3317, se reconocen 
los niveles de organización del Sistema Nacional de Discapacidad (SND), aclarando que el 
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primer nivel corresponde al Ministerio de la Protección Social como organismo rector; el 
segundo nivel, al Consejo Nacional de Discapacidad (CND), como organismo consultor, asesor 
institucional y de verificación, seguimiento y evaluación del Sistema y de la Política Pública 
Nacional de Discapacidad. 
El tercer nivel, corresponde a los Comités Departamentales y Distritales de Discapacidad 
(CDD); y el cuarto nivel, a los Comités Municipales (CMD) y Locales de Discapacidad (CLD). 
Todas estas instancias están diseñadas para facilitar la deliberación, construcción y seguimiento 
de la política correspondiente. También se resalta la Ley 1752 del 3 de junio de 2015, que 
sanciona penalmente la discriminación contra PcD, define y penaliza los actos de discriminación 
y hostigamiento como delitos. La Ley 1618 de 2013, busca garantizar y asegurar el goce 
efectivo de derechos de las PcD mediante la adopción de medidas de inclusión, acción 
afirmativa y ajustes razonables en concordancia con la ley 1346 de 2009. Finalmente, hace 
alusión al Documento del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) No 166, 
que precisó los compromisos que deben existir para la implementación de la política. 
Con el eje estratégico 3, que se refiere a la participación en la vida política y pública con 
el objetivo de alcanzar la participación plena y efectiva de las PcD, se encontró que en Soacha 
existe el Comité de Discapacidad denominado COMDIS, reglamentado en 2014, por medio del 
Decreto Municipal 125, como lo ratifican las actas de reunión desarrolladas en el año 2017. Esta 
instancia tiene la finalidad de permitir deliberación, construcción y seguimiento a los programas, 
planes y proyectos desarrollados en el ámbito de la implementación de la política de 
discapacidad del municipio. En consecuencia, el COMDIS se encarga de elaborar las líneas de 
acción que definen el modelo participativo mencionado, con base en las directrices emanadas de 
la gobernación de Cundinamarca. En este contexto, se integraron en mesas técnicas a las 
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personas representantes de los diferentes tipos de discapacidad, a cuidadores, organizaciones e 
instituciones públicas y privadas que velan por los derechos de las PcD del municipio para 
cumplir con la inclusión de esta población.  
Al consultar las actas del Comité de Discapacidad que existen en el municipio, se 
encontró que solo están disponibles las que corresponden al año 2017. En esas actas se repite 
constantemente la firma de participación personas de organizaciones que representan los 
diferentes grupos de PcD, pero no evidencia de forma contundente cómo su participación 
influye sobre las decisiones tomadas. También se pudo evidenciar que en Soacha la inversión 
destinada a los proyectos dirigidos a atender la PcD es baja. Con estos recursos, por ejemplo, la 
Secretaría de Salud del municipio ha implementado un proceso de mejoramiento integral en 
casa, orientado a los cuidadores que deseen desarrollar proyectos productivos desde sus hogares. 
Si bien hay un reconocimiento de las necesidades de las PcD, este solo es parcial.  En tal 
sentido, la construcción del nuevo tejido social que persigue la alcaldía está estancado o avanza 
muy lentamente.  
Lo anterior se liga directamente con el eje estratégico 4, el cual se orienta a generar y 
fortalecer las capacidades humanas de las PcD, sus familias y cuidadores, y la verificación de 
oportunidades para el desarrollo y participación (Conpes Social 166, 2013). En este terreno, la 
alcaldía de Soacha ha desarrollado un programa para el “mejoramiento integral, que consiste en 
la entrega de ayudas técnicas representadas en sillas de ruedas, caminadoras, muletas, bastones 
de apoyo y guía, audífonos, y una herramienta informática que facilite tener comunicación con 
población ciega, a través del programa Población con Discapacidad” (Alcaldía de Soacha, 
2019). También, existen estrategias orientadas a la inclusión, el empoderamiento, la promoción 
de la comunicación, educación e información que se encuentran en etapa de desarrollo y 
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mejoramiento, en las cuales participan entidades encargadas de la atención a las PcD y 
organizaciones adscritas.  
Para cerrar el análisis, se revisa el papel de los "operadores" privados y ONGs de la 
política, toma la luz del eje estratégico 5 que refiere al reconocimiento de la diversidad, con el 
objetivo de cambiar el imaginario social frente al reconocimiento de las personas con 
discapacidad como parte de la diversidad humana y su dignidad inherente. En este contexto, es 
importante tener en cuenta que la política pública municipal de discapacidad de Soacha se 
construyó como forma de resolver una necesidad manifiesta de PcD para recibir apoyo del 
Estado y las instituciones privadas y que, además, ha soportado la falta de presupuesto y el 
continuo arribo de personas que llegan a Soacha en busca de nuevas oportunidades. En este 
escenario, el reconocimiento a la diversidad se torna relativo, porque las acciones específicas 
que se han realizado no siempre cubren a todos los interesados, y mucho menos asegura que no 
exista discriminación y se garantice la igualdad.  
En Soacha, el desafío permanente de la administración es integrar a los migrantes 
venezolanos y a los miles de desplazados internos que continuamente llegan al territorio, porque 
el imaginario colectivo los convirtió en personas de menor categoría a quienes se les debe tratar 
mal para que se vayan por donde llegaron. El agravante de esa situación es que muchas de esas 
personas están en condición de discapacidad bien sea por la violencia padecida o por 
enfermedades de base y llegan a la ciudad con la intención de conseguir servicios médicos y 
ayudas para sobrevivir. En los dos últimos años, la alcaldía de Soacha registró 3.500 familias 
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Conclusiones  
El análisis de la información obtenida a través de las fuentes primarias y secundarias, 
incluyendo las entrevistas realizadas, permite concluir que la política de discapacidad de Soacha 
cumple en su redacción con los preceptos legales nacionales, que fue diseñada y está siendo 
implementada a través de la agencia del departamento de Cundinamarca, que busca la garantía 
de los derechos de las personas con discapacidad y que se integra a los fines del Estado.  
La adopción del enfoque de derechos en la política es el resultado del reconocimiento de 
las personas con discapacidad como seres humanos, de su valor, de la dignidad que les es 
inherente e incuestionable, y del reconocimiento de las características diferentes que le son 
propias como población. Además, explica por qué la escasa participación de los entrevistados en 
los espacios de discusión sobre los problemas que les plantea el municipio, quienes, aunque 
siendo una población numerosa no exponen sus preocupaciones y expectativas particulares 
frente a la obligación que tiene la administración para solucionarlas. Es claro que las PcD, 
encuentran obstáculos para intervenir en la definición de las necesidades primordiales, y que su 
capacidad para incorporar sus propuestas en las acciones y programas es limitada. 
En cambio, varias entidades privadas tienen una participación mayor en el diseño e 
implementación de la política; por este motivo, junto a la alcaldía municipal, desarrollan los 
propósitos de mejora de la calidad de vida de las PcD, y difunden sus acciones como 
justificación a las obligaciones contractuales que han acordado con la alcaldía. Es un esquema 
arriba-abajo que restringe efectividad de la participación de las PcD en la hechura de las 
políticas que los benefician. Esto porque las actividades de difusión y promoción de los 
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programas impiden que las personas potencialmente beneficiarias conozcan su existencia y 
realicen la respetiva postulación.  
También es de subrayar que, algunas entidades representativas del gobierno local no 
tienen claridad sobre los objetivos perseguidos mediante la implementación de la política y 
desconocen su papel en el desarrollo de los programas de atención ofrecidos. Como si fuera 
poco, desconocen cuáles son las dependencias encargadas de la implementación de la política y, 
en algunos casos, no saben cuáles son los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico para 
la atención a la población en condición de discapacidad. Puede decirse que el sistema público 
municipal responsable de la implementación de la política está desarticulado. 
Lo anterior es consistente con percepción desfavorable que expresan los actores 
interesados respecto al desempeño de las dependencias encargadas de ejecutar las acciones a 
favor de las personas con discapacidad en Soacha. La mayoría de los entrevistados evidencian 
algún grado de inconformidad con la forma como se vienen ejecutando los programas 
existentes, ya que muchos de los compromisos que se adquieren son incumplidos.  
La existencia de instituciones informales en la política pública de discapacidad de 
Soacha se expresa principalmente a través de relaciones de clientela. La clase política 
municipal, incluyendo a los concejales, alcaldes y secretarios de despacho influyen en la 
distribución de los beneficios para la población en condición de discapacidad. En este sentido, 
encontramos reiteradamente la afirmación de que la postulación y selección de los beneficiarios 
de los programas está mediada por el poder político. Esto no quiere decir que la participación de 
las PcD en calidad de beneficiarios de la política no vaya acompañada del cumplimiento de 
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requisitos habilitantes de carácter objetivo, aunque el disfrute de los beneficios de la política 
depende de una “recomendación” de las personas influyentes. 
No se evidenció que la administración municipal de Soacha haya contratado a personas 
con discapacidad como parte de sus políticas de inclusión social; solo encontramos un caso de 
inclusión, aunque no pudimos obtener los soportes que confirmaran su vinculación efectiva. Es 
razonable pensar que, en estas circunstancias, los actores interesados interpreten las políticas del 
gobierno local como gestionadas por personas ajenas, no por dolientes o activistas, incapaces de 
reconocer los problemas que pueda llegar a tener una PcD. 
Conviene subrayar que todos los actores interesados representan liderazgos de sectores 
tradicionales, es decir, que se percibe la desconfianza porque los políticos siempre terminan 
instrumentalizando los programas y proyectos su favor y no en beneficio de las personas con 
discapacidad. Pero el juego de intereses particulares no se reduce a la toma de decisiones por 
parte de la clase política. Los particulares y las organizaciones sociales manejan sus propios 
intereses, lo cual conduce a un problema de agencia porque esas organizaciones se suman a los 
políticos y funcionarios para determinar qué servicio se ofrece en respuesta a las necesidades y 
expectativas de las PcD. 
En este escenario, la política municipal de discapacidad se desarrolla de manera 
subsidiaria, en el marco de los lineamientos nacionales y departamentales, y aunque el 
municipio busca mejorar el acceso a servicios de la PcD, a través de un entramado institucional 
complejo que enfatiza los procedimientos más que los logros en materia de la garantía material 
de los derechos, en suma, no se generan respuestas adecuadas a los problemas sociales y 
comunitarios que manifiestan las PcD. 
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El gobierno local delega contractualmente en terceros la implementación de la política y 
desarrolla algunas iniciativas propias, derivadas de las funciones “naturales” que desempeñan la 
Secretarías del municipio, a favor de las PcD. En este escenario, se observa que la participación 
de las PcD en las instancias locales es ineficaz en la medida en que la información que se pone a 
su alcance no la empodera. Todo lo anterior puede explicar la desconexión entre las 
percepciones y las expectativas de las PcD frente a las acciones municipales, su dependencia de 
los canales de intermediación política, y la poca efectividad de los procesos de inclusión y 
garantía de los derechos, en una entidad territorial seriamente limitada por fenómenos sociales 
complejos que la desbordan. 
Por las circunstancias señaladas anteriormente, el gobierno municipal de Soacha en el 
contexto de trabajar a favor de las PcD, en el marco de los derechos consagrados en la 
Constitución y la Ley. Aunque ha emitido alertas al gobierno nacional y departamental para 
buscar recursos para ampliar la cobertura en salud y para atender otras necesidades que tienen 
tanto los migrantes como los grupos vulnerables dentro de los que se incluye a las PcD, la 
implementación es corta y fría ante las necesidades reales del grupo de PcD, de sus familia y 
cuidadores a quienes no se tiene en cuenta para las decisiones.  
Sugerencias 
Para superar la situación registrada, se podría pensarse en el Comité Técnico de 
Discapacidad del municipio como mecanismo reforzado con la participación de los 
coordinadores de los proyectos de inversión relevantes; ellos deben participar activamente en la 
discusión y diseño de los modelos de atención que conforman los proyectos impulsados por las 
entidades que componen el Sistema Municipal de Discapacidad. De esa manera, es posible 
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construir un tablero de control que permita hacer el monitoreo de las metas de los proyectos de 
inversión incluidos en el Plan de Acción de la Política. Desde las instancias de coordinación y 
las técnicas es necesario promover articulaciones intersectoriales de mayor envergadura de 
manera que los postulados y principios de la política pública sean alcanzados por medio de 
proyectos donde participen como actores las PcD. 
También debe pensarse en la forma cómo la administración municipal pueda fortalecer 
los lazos con las PcD en el marco de los derechos que les confiere la Constitución y la ley. Esto 
implica la apertura de los canales para la participación significativa de las PcD en la toma de 
decisiones, su ejecución y la evaluación de los resultados e impactos. De ahí se haría posible 
consolidar planes de mejoramiento que le permitan a la política pública de discapacidad de 
Soacha satisfacer las necesidades y expectativas de este grupo poblacional.  
Es indispensable diseñar e implementar nuevas estrategias de difusión y promoción de 
las actividades y programas, de manera que sean conocidos por las PcD, haciendo posible una 
mayor participación. Esta acción comunicativa, tan importante para las políticas públicas, 
fortalece el capital social y estimula la creación de formas de representación efectivas para la 
PcD. Eso brindaría mayor transparencia al proceso de selección de beneficiarios y fortalecería la 
legitimidad de las autoridades municipales. Un resultado distinto se obtendría mediante la 
implementación de ejercicios participativos amplios e incluyentes cercanos a los modelos de 
gobernanza horizontal.  
En todo caso, se debe reconocer que en el municipio de Soacha se aprecian algunos 
avances en la adopción de los lineamientos que guían desde lo nacional la política de 
discapacidad local, pero la legitimación se limita más al discurso que a la real participación de 
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los sectores sociales. En suma, para garantizar los derechos de las PcD, es fundamental entender 
que la presión que ejercen los actores para el logro de los objetivos propuestos es un derecho y 
que ellos juegan un papel significativo porque incorporan visiones nuevas y pertinentes, basadas 
en la vivencia personal, a las llamadas coaliciones que dominan la política de discapacidad. De 
paso se fortalece el ciclo de las políticas públicas, desde la formulación hasta la implementación 
y su evaluación, para que se pase del procedimiento discursivo a la aplicabilidad. Es decir, hacer 
que la implementación de la política de discapacidad sea verdaderamente útil para las PcD. 
Lo anterior, entendiendo que la participación no es solo parte de la etapa de formación 
de la agenda pública, sino de todo el ciclo de las políticas públicas, y que esa participación surge 
desde nuevos movimientos sociales, ciudadanos activos, y asociaciones civiles que en todo el 
mundo han demandado formas activas de democracia, tal como lo previó Harold Lasswell 
cuando definió el término de participación.  Además de los canales representativos tradicionales, 
claramente insuficientes en la actualidad, en cada municipio o región se requieren formas 
renovadas de participación ciudadana, con amplio respaldo colectivo, ya que la participación 
ciudadana en las políticas públicas se presenta hoy como la base para el ejercicio de los 
derechos ciudadanos y el fortalecimiento de la democracia.  
En relación con la coordinación interinstitucional, en Soacha también se debe preparar a 
la ciudadanía y a las organizaciones sociales para un buen ejercicio del control social de la 
gestión del Estado, para de esta forma enriquecer la garantía de los derechos de las PcD, sin 
perjuicio de que se deba mejorar el rol de los organismos de control, porque como en muchos 
otros municipios y entre otros problemas, la confianza en el Estado es mínima. No hay 
convencimiento que las decisiones se tomen con responsabilidad y permanece la misma 
situación que históricamente han padecido las PcD, es decir, la estigmatización y la falta de 
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oportunidades. Son pocas las PcD que en Soacha han podido realizar un modelo de vida pleno, 
consiguiendo que su calidad humana y profesional sea valorada socialmente.  
En definitiva, se puede afirmar que, en Soacha, como en muchas partes del país, no hay 
implementación real de la política de discapacidad, lo que existe son documentos redactados con 
todos los lineamientos fijados por la Constitución y la Ley, orientados por las autoridades 
nacionales, pero que en realidad muy pocos programas y proyectos que hayan sido efectivos 
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